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RESUMEN EJECUTIVO

Introducción

El principal objetivo de este estudio es elaborar  un diagnóstico sobre la situación en la que se encuentra el sector de vivienda de Paraguay. El diagnóstico analiza los siguientes aspectos que tienen relación con el sector: (i) el contexto económico, social, y demográfico del sector vivienda; (ii) las condiciones en las que se desenvuelve el sector vivienda, en cuanto a la eficiencia, equidad y sostenibilidad con respecto a:  la financiación de vivienda y la administración del riesgo del sistema de financiación de hipotecas, a la estructura del mercado de vivienda, del sistema regulador residencial; el abastecimiento de infraestructura pública en barrios residenciales; y los subsidios de vivienda; (iii) el funcionamiento del mercado de vivienda, incorporando los indicadores claves que miden el funcionamiento de este mercado –la disponibilidad de tierras, las condiciones del sector de la construcción residencial, precios y alquileres, unidades de vivienda y espacio habitable, calidad de vivienda, valor de la vivienda, tenencia, producción e inversión, vacantes, y movilidad residencial; y (iv) el marco institucional del sector de vivienda y el estado de la política de vivienda y los programas de vivienda que impulsa el Gobierno. 

Este informe se redactó haciendo uso principalmente de información secundaria, y a través de entrevistas a informantes claves del sector. Se realizaron las siguientes actividades: (i) revisión de información estadística, incluyendo datos censales, encuestas de hogares y otra información disponible sobre población, ingresos, condiciones de las viviendas, carencias habitacionales y de infraestructura residencial, y otros datos  relevantes para entender las condiciones en las que se encuentra el sector de vivienda; (ii) consulta de datos e información analítica sobre el sector de vivienda realizados por entidades y organizaciones  internacionales que analizan el comportamiento del país para aspectos relacionados con el desempeño del sector de vivienda; (iii) consulta de reportes, estudios o diagnósticos sobre el sector de vivienda producidos en el país en los últimos años por académicos, organizaciones no gubernamentales, o de cooperación internacional, entre otros; (iv) análisis de información de programas de vivienda disponibles en la Secretaría Nacional de la Vivienda y el Hábitat (SENAVITAT), la Agencia Financiera de Desarrollo (AFD) y otras entidades públicas y privadas relacionadas con el sector de vivienda; (v) revisión de documentos de préstamo, evaluaciones de programas de vivienda financiados por el BID en el sector (con el sector público y el sector privado) y otra información sobre iniciativas del BID que directa o indirectamente influyen en el desempeño del sector de vivienda; y (vi) entrevistas a actores claves del sector público y privado vinculados al sector de vivienda: directivos y técnicos de SENAVITAT, AFD, Superintendencia de Bancos, Instituto de Cooperativas,  representantes de entidades bancarias y de microfinanzas, desarrolladores privados de lotes y vivienda, organizaciones gremiales de la construcción,  organizaciones no gubernamentales, mesa sectorial de hábitat y vivienda, entre otros.

Contexto Socio-económico y demográfico

La economía paraguaya es pequeña y abierta, y altamente dependiente de la agricultura y ganadería -principalmente especializada en la producción de soja y carne vacuna- lo que la sujeta a los efectos de los cambios medioambientales y climáticos. Como consecuencia, experimenta un crecimiento económico muy volátil con períodos de alto crecimiento vinculados a un buen año agropecuario y otros de recesión, principalmente resultantes de sequías o de caídas en los precios de la soja o carne, sus principales productos de exportación, además de la venta de energía. El 2013 fue un buen año en términos económicos ya que el PIB creció 13% y la inflación se mantuvo bajo control debajo de 4%. Para 2014, CEPAL espera que el crecimiento económico retome un ritmo más acorde con el crecimiento potencial de largo plazo del país, por lo que se proyecta una expansión cercana al 4.5%. 

Las cifras oficiales de la Dirección General de Encuestas, Estadística y Censos (DGEEC)  estiman que Paraguay tiene una población de alrededor de 6.6 millones al 2012, aunque funcionarios de la propia institución indicaron que la población probablemente no excede de 6.3 millones. Si usamos esta última cifra, la población creció a una tasa anualizada de  2.0% entre 2002 y 2012, por debajo de la tasa de crecimiento entre los dos censos anteriores. El último censo se realizó en el 2012, pero debido a  problemas en la recolección de información, no se ha podido procesar la misma. Por lo tanto las últimas cifras censales son de 2002 y la información del 2012 es un estimado de la DGEEC. Se estima que 59.1% de la población es urbana. La población urbana está creciendo a un ritmo de crecimiento mucho más alto que la rural que se explica por un desplazamiento de la población desde las zonas rurales a las zonas urbanas. La población es mayoritariamente joven, ya que 65% tiene menos de 29 años y 32.7% menos de 14 años, lo que indica que habrá una presión muy importante por vivienda, servicios en general y oportunidades laborales en los siguientes años.

Conforme a la Encuesta Permanente de Hogares 2011 de la DGEEC, la población paraguaya considerada en situación de pobreza representa 32,4% del total de habitantes del país. En el área rural el 45% de habitantes son pobres en comparación con 24% en áreas urbanas. Uno de los factores estructurales que contribuyen a mantener los niveles de pobreza y pobreza extrema en la población, está altamente asociado a la inequidad en distribución del ingreso. A nivel nacional, para el 2011, el coeficiente de Gini se sitúa en 0,566. Entre los años 2010-2011, en el área urbana, este indicador pasó de 0,459 a 0,470 y en el área rural varió de 0,558 a 0,566. Paraguay es uno de los países de la región con mayores niveles de desigualdad. 

Problemática de la Vivienda y Déficit Habitacional

Se analizó la evolución del número de viviendas y de hogares 1992-2012 utilizando cifras de los censos de 1992 y 2002 y estimados para el 2012 de la DGEEC. Las cifras muestran que el número de hogares aumentó en 243,203 entre 1992-2002 y el número de viviendas creció en un número similar de 242,458, mientras que en el período entre 2002 y 2012 el número de hogares creció en 545,642 y el número de viviendas en 538,875. Estas cifras por si solas no son indicativas de si hubo o no un aumento del déficit habitacional, porque no nos dice nada sobre la calidad de las nuevas viviendas, pero si nos indica que el número de hogares y de viviendas en la última década creció a un ritmo más alto que lo que estima SENAVITAT (alrededor de 25,000 por año). Es necesario validar esta información.   

Tampoco existen cifras muy confiables sobre el déficit habitacional en el país, y mucho menos sobre su evolución. El problema es aún mayor debido a posibles inconsistencias en la información de población y número de viviendas y hogares. Existen diversos estimados del déficit habitacional, lo que dificulta proyectar los recursos requeridos para atender y eliminar ese déficit. Según estimaciones de la SENAVITAT que se presentan en el Plan Nacional del Hábitat y Vivienda (PLANHAVI), el déficit habitacional en el 2011 asciende a 1.1 millones de unidades, cifra que se distribuye en diversos tipos de demanda: “nuevas viviendas”, “ampliación”, “mejoramiento” y, una combinación de  “ampliación y mejoramiento”. Dentro de mejoramiento se incluye también los déficits de saneamiento de las viviendas. Esta cifra se obtuvo proyectando la cifra del déficit habitacional que se obtuvo del análisis del censo de 2002.  

Indistintamente de la magnitud real del déficit, es importante tener en claro que este déficit se concentra en vivienda de baja calidad o con problemas de servicios sanitarios, por lo que se trata de un déficit cualitativo. El propio PLANHAVI indica que el 87% del déficit es de tipo cualitativo. La problemática de la vivienda es compleja y de difícil solución en el país debido a las  limitaciones de recursos del Estado y al bajo nivel de ingresos de una parte importante de la población, por lo que es muy importante que los programas de vivienda estén adecuadamente focalizados y dirigidos hacia el tipo de soluciones habitacionales que resolvería en mayor proporción los déficits (el mejoramiento de vivienda incluyendo la provisión de servicios sanitarios adecuados). 





Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano

El marco jurídico vigente en Paraguay que regula aspectos vinculados al ordenamiento territorial tiene una serie de vacíos legales y superposiciones. No hay una Ley de Ordenamiento Territorial, pero varias instituciones en distintos niveles de gobierno  tienen competencias en materia de planificación y ordenamiento territorial que han recibido de distintas normas. Entre estas instituciones cabe mencionar a la Secretaría del Ambiente (SEAM), el Instituto Nacional de Desarrollo Rural y de la Tierra (INDERT), las municipalidades, la SENAVITAT o la Secretaría Técnica de Planificación (STP).  Corresponde legalmente a la SEAM, la elaboración de los planes nacionales y regionales de ordenamiento territorial y a las municipalidades establecer los planes de ordenamiento urbano y territorial de sus respectivas jurisdicciones. Sin embargo, no está definido legal ni reglamentariamente el contenido mínimo de los planes nacionales y regionales de ordenamiento ambiental del territorio, ni el procedimiento para su aprobación, entre otros. 

Otras instituciones también tienen potestades que pueden incidir en el ordenamiento territorial, como el Ministerio de Obras Públicas (MOPC), que es responsable de los emprendimientos viales y de elaborar planes del sector agua potable y alcantarillado sanitario; el Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG) responsable de elaborar una política de uso de la tierra en lo que respecta a las actividades agropecuarias, entre otras. Se debe trabajar en un marco legal integrador que establezca claramente las responsabilidades de las distintas instituciones, los procedimientos para las coordinaciones interinstitucionales para asegurar la consistencia entre las distintas pautas y planes, y los mecanismos para verificar la correspondencia entre los distintos planes (de ordenamiento territorial o planes nacionales y regionales de desarrollo) y resolver problemas de inconsistencias. Tampoco existe una disposición específica que obligue a los planes de ordenamiento territorial a sujetarse a los planes departamentales de desarrollo. 

El país también requiere fortalecer sus capacidades en materia de desarrollo urbano y planificación territorial. Esto le permitiría apoyar en el mejoramiento de la planificación urbana a nivel municipal para fomentar un crecimiento de las ciudades racional y donde las áreas de expansión urbana sean aquellas donde es factible proveer los servicios de infraestructura necesarios a un costo razonable. Esto implica determinar claramente la institucionalidad en el manejo de estos aspectos. 

Urbanización y Desarrollo de Ciudades

No existen muchos estudios sobre el proceso de urbanización y el desarrollo de las ciudades en Paraguay, aunque se sabe que el país viene experimentando un importante proceso de urbanización desde hace varias décadas. La evolución de la población urbana en Paraguay ha sido relativamente lenta. En el período 1950-2012, el porcentaje de la población urbana sobre la población total creció de 34.6% a 59.1%, pero la urbanización importante recién ocurrió después de 1980. Las ciudades receptoras de la migración rural han sido el Área Metropolitana de Asunción (AMA), Encarnación, Ciudad del Este (CDE), y más recientemente otras capitales de departamento. La ciudad de Asunción, capital de Paraguay, es la aglomeración urbana más grande y poblada del país con 516 mil habitantes. Asunción y los 19 municipios del Departamento Central que son parte del AMA tienen una población de 2.7 millones de personas o 41% de la población total paraguaya. Paraguay tiene dos áreas metropolitanas principales: Gran Asunción y Gran Ciudad del Este. Se estima la población de Gran Ciudad del Este en 550,000 habitantes. 

Las regiones metropolitanas de Asunción, Ciudad del Este y Encarnación se despliegan en las áreas urbanas y rurales bajo una dinámica que responde al mercado y a las iniciativas privadas y no a una planificación regional o urbana. El crecimiento de las ciudades es desordenado porque los gobiernos municipales no elaboran planes de ordenamiento territorial ni de desarrollo, no aplican controles ni realizan evaluaciones de gestión, al igual que las gobernaciones departamentales, cuyos territorios se ven afectados por el avance del crecimiento de las zonas metropolitanas sin capacidad institucional y política para ordenar su crecimiento. El gobierno central también ha contribuido al crecimiento de las ciudades mediante los programas de regularización de tierras de la Secretaría de Acción Social (SAS) que a través de diversos mecanismos como la compra de tierra invadida para entregar a las familias invasoras y las licitaciones de tierra para generar lotes de vivienda de 360 mts2 y entregarlos a familias beneficiadas y los diversos programas de vivienda de SENAVITAT que también han priorizado la construcción de vivienda nueva sobre lotes de 360 mts2. Estos programas han sido muy criticados por problemas de corrupción en la compra de terrenos y en su asignación a beneficiarios, no siempre cumpliendo las normas de los mismos.   

Mercado de Créditos de Vivienda

Los mercados financieros paraguayos son poco profundos y el financiamiento a largo plazo es muy limitado, tanto en el sistema financiero como en el mercado de capitales, ya que existe una aversión en Paraguay al ahorro de largo plazo resultante de una crisis financiera en la década pasada. En este contexto el mercado de créditos hipotecarios para vivienda está poco desarrollado. 

La falta de recursos de largo plazo en el sistema financiero y en el mercado de capitales  llevó al gobierno a crear la Agencia Financiera de Desarrollo (AFD), banco de segundo piso estatal establecido en el 2006 para proveer financiamiento de mediano y largo plazo al sector privado paraguayo a través de las instituciones financieras intermediarias (IFIs) elegibles. La disponibilidad de recursos de las IFIs para financiar los productos de crédito hipotecario para la vivienda depende en gran medida de la disponibilidad de fondos de la AFD.

El financiamiento de vivienda del sistema financiero se encuentra segmentado en dos tipos de crédito: (i) el crédito que se otorga con los fondos propios de las instituciones financieras y (ii) el crédito que se otorga bajo los dos programas de redescuento para vivienda de la AFD para los bancos, financieras y cooperativas de ahorro y crédito elegibles. Es importante hacer esta distinción ya que los fondos que provee la AFD a las instituciones financieras son en condiciones concesionales y les permite ofrecer tasas que no le posibilita su fondeo normal.  Igualmente, se debe tomar en cuenta que las principales instituciones que proveen crédito de vivienda en el país son los bancos, las cooperativas y algunas financieras.  

El mercado de financiamiento de viviendas también puede segmentarse por proveedores de créditos, y así podemos distinguir entre los créditos otorgados por los bancos comerciales, por las cooperativas de ahorro y crédito y por otras instituciones de microfinanzas. Es importante indicar que a diferencia de los que ocurre en otros países de la región, las principales instituciones de microfinanzas tienen licencia bancaria, por lo tanto no es fácil distinguir entre los créditos de la banca comercial y los de las IMF. Por otro lado la información sobre las características, condiciones y evolución de los créditos de los distintos tipos de intermediarios es muy pobre.     

No existe información detallada sobre el stock de créditos para vivienda con desagregación de los créditos para vivienda con fondos propios de los créditos para vivienda con fondos de la AFD. El Banco Central de Paraguay que supervisa al sistema financiero a través de la Superintendencia de Bancos (SB) tampoco tiene información sobre los flujos de nuevos créditos de vivienda otorgados por los bancos (tanto en montos como en número de deudores), por lo tanto no es fácil analizar lo que está pasando en el país en términos de  créditos para vivienda. Sólo se tiene información sobre la evolución de los saldos de créditos para vivienda y del número de deudores para el sistema financiero. 

A diciembre  de 2013 había 13,509 créditos para vivienda con un saldo total equivalente a US$260 millones (1.1% del PIB), lo que es insignificante para un país de 6.3 millones de habitantes y US$25.5 billones de PIB. No se tiene información sobre la desagregación de estos créditos por montos otorgados, plazos o tasas de interés. A estas cifras hay que sumar los créditos otorgados por las Cooperativas de Ahorro y Crédito (CACs) que a octubre de 2013 ascienden a alrededor de US$151 millones colocados en 24,000 asociados y que en su gran mayoría son con plazos menores a cinco años. Adicionalmente las CACs otorgan créditos pequeños para mejoramiento o ampliación de vivienda a plazos de hasta dos años que constituyen microfinanciamiento de vivienda pero que no se segregan de los otros créditos de consumo que se entregan a sus asociados. Estos créditos constituyen una fuente muy importante de recursos que utilizan las familias de bajos ingresos para construir sus viviendas en forma progresiva. 

En cuanto a microfinanciamiento para vivienda (MFV), la información es escasa, pero algunas IMF, aparte de CACs, otorgan créditos a sus clientes que pueden ser considerados MFV ya que son créditos de corto plazo (hasta 36 meses), y montos bajos, mayoritariamente para refacciones o modificaciones de viviendas existentes. Algunas financieras como Interfisa y Financiera El Comercio tienen programas de ese tipo. Una experiencia interesante de MFV es la de Visión Banco para financiar adquisición de viviendas nuevas o mejoramiento de vivienda dirigido a familias con ingresos por debajo de los clientes tradicionales de la banca. Este programa se financió  con fondos de Citibank y con la garantía del Oportunidades para la Mayoría del BID. Los créditos de Visión Banco  incluyen asistencia técnica constructiva contratada con Hábitat para la Humanidad.  Es un programa dirigido a familias con ingresos entre 2 y 5 SM.  Se desembolsó un total de  633 créditos por un monto total equivalente a US$5.8 millones. Este exitoso esfuerzo conjunto entre un banco comercial y una ONG especializada en construcción de vivienda popular, sin bien todavía pequeño en cuanto a alcance, constituye un ejemplo de que es posible trabajar en soluciones habitacionales de vivienda progresiva dirigidas a poblaciones de menores ingresos. 

Programas de Financiamiento de Vivienda de la AFD. La AFD tiene dos programas de redescuento de créditos de vivienda que otorgan las instituciones financieras intermediarias elegibles de primer piso (bancos, financieras y cooperativas). Los programas son: (i) Mi Primera Casa y (ii) Mi Casa. Los dos programas tienen condiciones de financiamiento concesionales y permiten a las IFIs ofrecer créditos de vivienda a sus clientes en condiciones más ventajosas que las de los créditos de vivienda a tasas de mercado. Bajo Mi Primera Casa, la AFD le otorga los fondos a la IFI desde el 5.5% anual siempre y cuando se comprometa a prestar los fondos con un spread no mayor a 4 puntos porcentuales. El monto máximo por crédito es G. 200 millones (US$45,000), se puede prestar hasta el 100% del valor de la propiedad y son elegibles familias con ingresos hasta 5 SM. En el caso del Programa Mi Casa, se puede financiar créditos hasta por Gs 500 millones (US$112,000) hasta el 80% del valor de la propiedad, no existe tope de ingresos familiares y la AFD  le otorga los fondos a la IFI al 8% anual, la que es libre de establecer la tasa que estime conveniente en los préstamos al cliente final.  

Las condiciones de estos créditos son muy beneficiosas para los bancos y sus clientes, ya que el fondeo alternativo de bancos es a tasas no menores a 12% para plazos cortos (un año). Como se aprecia por el monto de los créditos, los dos programas están dirigidos hacia familias de clase media o clase media alta. No hay información sobre los valores de las viviendas que se redescuentan con recursos AFD o sobre el nivel de ingreso de los beneficiarios.   

Entre el 2006 y el 2013 la AFD redescontó 6,824 créditos de vivienda por un total de US$245.3 millones por un crédito promedio de US$36,000. Entre 2009 y 2013 el 82% de los créditos de vivienda de la AFD fueron intermediados a través de bancos y financieras y el 18% a través de cooperativas. No se tiene el detalle de la desagregación del total de créditos otorgados desde el año 2006.   Obviamente por sus condiciones concesionales, hay una importante demanda por estos créditos, pero no es claro que la AFD tenga capacidad para continuar estas operaciones en forma significativa, por limitaciones de fondeo. El impacto de la AFD es relativamente pequeño si se compara sus operaciones de vivienda con las necesidades de financiamiento de las familias, pero es alto cuando se mide en términos de su importancia en el crédito hipotecario total del país como muestra una comparación entre los montos de crédito vigentes en el sistema financiero y cooperativo y los créditos para vivienda redescontados.  

El monto aprobado por crédito promedio bajo el Programa Mi Casa ha ido aumentando a lo largo de los años y está alrededor de US$48,000 mientras que en el caso del Programa Mi Primera Casa está alrededor de US$29,000. La cuota mensual para un crédito de US$48,000 a 20 años y 11% de interés asciende a US$500. En el caso de un crédito de US$29,000 en los mismos términos, la cuota asciende a US$300. En ambos casos se deja afuera a gran parte de la población ya que sólo familias en los tres deciles superiores tienen la posibilidad de asumir cuotas de esa naturaleza.   

En conclusión, el sistema financiero carece de recursos de largo plazo para el financiamiento de créditos hipotecarios, con excepción de los recursos limitados que provee la AFD dirigidos a la clase media y a tasas por debajo de las de mercado. Si la intención es continuar subsidios a las tasas de interés vía AFD, se debe cuantificar dichos subsidios y tomar medidas para focalizarlos mejor y así ampliar su impacto social. También se deben estudiar mecanismos para incentivar a las instituciones financieras a buscar financiamiento a largo plazo de los mercados, pero en la medida en que la AFD esté dispuesta a otorgarles fondeo para vivienda a tasas por debajo del mercado, se desincentiva la búsqueda de alternativas de fondeo, como la emisión de bonos con garantía hipotecaria u otros esquemas similares.

Institucionalidad del Sector Vivienda

La Secretaría Nacional de la Vivienda y el Hábitat (SENAVITAT) es el ente rector del sector vivienda. Se creó en el 2010  con el objetivo de gestionar e implementar la política del sector habitacional y su correspondiente infraestructura de servicios básicos, viales y transporte, con énfasis en el acceso universal a la vivienda digna a través de planes y programas que favorezcan especialmente a las familias de escasos recursos, con el fin de disminuir el déficit habitacional. Reemplazó a otras instituciones como el Consejo Nacional de Vivienda Social y el Instituto Nacional de Vivienda que funcionaron durante varias décadas, pero sin tener un impacto visible en la reducción del déficit. A pesar de los cambios legales e institucionales que han ocurrido en el sector de vivienda en los últimos años, la institución no ha podido ser potenciada para diseñar e implementar programas de vivienda que tengan un impacto importante en la solución del problema de la vivienda en el país, particularmente de la población de menores ingresos.  Igualmente es necesario que la política de vivienda se convierta en una política de Estado y no en una política de gobierno susceptible de cambios luego de cada elección general o cambio de ministro. 

El presupuesto de la SENAVITAT para el año 2013 asciende a US$ 135 millones, reflejando un importante incremento a lo largo de los años. No se tienen cifras de ejecución presupuestal en el 2013, pero en los cuatro años anteriores se ejecutó alrededor de la mitad de lo asignado. Si los recursos estuvieran bien asignados hacia programas de vivienda bien manejados y focalizados, el monto asignado sería bastante razonable para un país del tamaño de Paraguay. Sin embargo, una parte importante de los recursos se destinan a gasto corriente, lo que resulta del tipo de programas de vivienda que se administra, pero también porque la institución se utilizó como fuente de empleo por distintos gobiernos. 

El sector vivienda presenta muchas debilidades institucionales. SENAVITAT es una institución débil sin las competencias requeridas para ejecutar sus funciones de ente rector del sector y sus programas de vivienda en forma efectiva debido a falencias en su sistema de información gerencial y a limitaciones en cuanto a las competencias técnicas de su plantel profesional, ya que una alta proporción de los empleados de la institución no tienen la formación requerida. SENAVITAT tiene 605 empleados entre nombrados y contratados, la mayor parte tiene un perfil administrativo, de servicio o de personal de apoyo, sin formación profesional. Asimismo no tiene un sistema informático integral y carece de las herramientas para una adecuada gestión del sector, incluyendo un sistema de información, un registro único de beneficiarios y un sistema automatizado para la selección de beneficiarios. Tampoco tiene competencias para realizar estudios sectoriales concernientes a variables clave como oferta y demanda de vivienda, costos de construcción, informalidad de la propiedad, acceso a tierra y a servicios públicos, acceso al financiamiento hipotecario, impacto y efectividad de los programas de vivienda del país, entre otros 

Los principales funcionarios de la institución coinciden en la necesidad de fortalecer institucionalmente a la entidad. Los esfuerzos se tienen que orientar a distintas áreas incluyendo aspectos como fortalecer las capacidades para diseñar, evaluar y planear la política de vivienda y urbanismo del país y los distintos programas de vivienda. También se requiere mejorar la administración del registro de beneficiarios y la selección de beneficiarios para asegurar una mejor focalización de los programas y reducir las filtraciones.  

Programas de Vivienda

SENAVITAT administra los siguientes programas de vivienda: (i) Fondo Nacional de la Vivienda Social (FONAVIS), (ii) VY’A RENDA, (iii) Pueblos Originarios, (iv) Viviendas Económicas, (V) Coordinadora Ejecutiva para la Reforma Agraria (CEPRA), (vi) Crédito Hipotecario, (vii) Fondo de Créditos para Cooperativas (FONCOOP), y (viii) MERCOSUR RÓGA-FOCEM. Aparte de estos ocho programas de vivienda tiene un programa de mejoramiento de barrios y un esquema llamado Mi País, Mi Casa que busca facilitar el acceso a una solución habitacional a los connacionales repatriados a través de los ocho programas de vivienda antes mencionados.  La mayor parte de estos programas tienen una escala muy reducida, no están bien estructurados, y por tanto no han tenido los resultados esperados. SENAVITAT también ha participado apoyando al programa TEKOHA de regularización de propiedad de la SAS, pero con una ejecución presupuestal relativamente reducida. 

Los distintos programas de subsidio se administran bajo los lineamientos del “Reglamento General de FONAVIS y de Otros Programas Habitacionales” y del “Reglamento para la Evaluación Social de Postulantes al FONAVIS”, aunque los funcionarios de la institución nos indicaron que realmente no tenían la capacidad para hacer buen uso de ambos reglamentos. SENAVITAT no tiene un Manual de Procedimientos Operativos para los distintos programas, sólo tiene un Manual de Cargos y Funciones donde se detallan las funciones inherentes a cada área.  La falta de manuales operativos para cada programa es una debilidad importante de la institución y se refleja en serios problemas de gestión en sus programas. 

SENAVITAT utiliza varias modalidades para producir las soluciones habitacionales  que  entrega. Existen programas donde SENAVITAT contrata directamente la construcción de viviendas a través de licitaciones públicas (por ejemplo para programas como: Viviendas Económicas, Pueblos Originarios o VY’A RENDA). Otra modalidad es la de entregar los fondos a los beneficiarios a través de grupos organizados que se encargan de la construcción mediante lo que se conoce como Servicios de Asistencia Técnica (SATs).      

Sólo se pudo obtener información parcial sobre la ejecución presupuestal de algunos de los principales  programas de vivienda de SENAVITAT en el 2013. El programa más grande en términos presupuestarios y de ejecución es FONAVIS que recibió un presupuesto de US$51.3 millones de los cuales ejecutó US$46.9 millones. El FONAVIS es el programa más importante del sector y probablemente representa el 50% del presupuesto ejecutado de 2013. Dicho programa también es el que presenta mejores niveles de ejecución presupuestal (91.3%) del presupuesto asignado, muy por encima de los niveles de ejecución de los otros programas.       
  
Se solicitó información detallada a SENAVITAT sobre el número de soluciones habitacionales entregadas a los beneficiarios bajo cada uno de sus programas y los gastos en cada uno de ellos desde su creación en el año 2010 hasta el 2013. SENAVITAT no pudo entregar dicha información, por lo que no se conoce con exactitud el número de soluciones habitacionales que entrega anualmente, aunque estimamos que es inferior a 5,000 unidades. El PLANHAVI en el 2012 planteó la meta de 297,000 soluciones habitacionales para el 2020, lo que implicaba que entre dicha fecha y el 2020, la SENAVITAT debería ampliar progresivamente su presupuesto, para pasar de un estimado de 5,000 soluciones habitacionales (nuevas viviendas y acciones de mejoramiento y ampliación) a 50,000 por año. Claramente estas proyecciones no son realistas considerando las limitaciones presupuestales del país y las limitaciones técnicas de SENAVITAT. 

El FONAVIS es un programa de subsidio directo dirigido a familias con ingresos de hasta 5 salarios mínimos que reciben subsidios que varían entre el 15% y el 95% del valor de la solución habitacional que se entrega. SENAVITAT lo describe como un programa orientado hacia sectores de pobreza y pobreza extrema del país, pero la realidad es que al cubrir hasta 5 SM de ingresos, abarca hasta los primeros nueve deciles en la distribución del ingreso familiar. El programa también contempla un esquema de ahorro, subsidio y crédito para las familias con capacidad de pago, pero lo que ha ocurrido es que la mayoría de las soluciones habitacionales se otorgan con 95% de subsidios, con las que se financian viviendas nuevas con un costo de construcción hasta US$14,100 (que no incluye el costo del terreno), lo que implica que la cobertura del programa es limitada ya que se otorgan pocos subsidios de alto costo a un grupo reducido de beneficiarios. Por otro lado, los topes del valor máximo de vivienda varían dependiendo del nivel del programa: en el nivel 4 (de menores ingresos) es US$14,100, pero en el nivel 1 es de US$40,660. Como el subsidio para las familias de nivel 1 (5 SM de ingresos) es 15% del valor de la vivienda, el monto de subsidio equivale a US$6,000, lo que es muy alto para una familia con ese nivel de ingreso.  Como no hay un sistema que permita hacer una buena selección de beneficiarios, no es claro que estos subsidios directos estén beneficiando a la población objetivo. La ausencia de este sistema también impide saber si las familias que están recibiendo estos subsidios no han recibido otros subsidios anteriormente. 

Asimismo, SENAVITAT administra al menos tres programas donde otorga créditos. La experiencia en la recuperación de los préstamos otorgados es muy deficiente: a fines del 2013 tenía 11,902 créditos por cobrar por un total de alrededor de US$57 millones. De ese total, sólo 19.3% estaban al día lo que representaba el 12.6% de los saldos adeudados. Esto implica una mora muy alta con un alto porcentaje de créditos con vencimientos encima de tres meses.  

En conclusión, SENAVITAT administra una amplia gama de programas de vivienda utilizando distintas modalidades de subsidios: subsidio directo a la demanda, créditos directos y créditos indirectos, sin mucha claridad con respecto a la focalización de los beneficiarios y la efectividad de los distintos programas, mucho de los cuales entregan viviendas contratadas y licitadas por la propia institución sin una adecuada fiscalización, lo que no garantiza viviendas de buena calidad y buenos precios o que los beneficiarios no estén recibiendo más de un subsidio de vivienda.  

La SENAVITAT busca que se amplíe su presupuesto para construir 29,359 soluciones habitacionales en el 2014 (incluyendo la terminación de las 8,585 viviendas que están sin terminar). El presupuesto original del 2014 incluye la construcción de 6,532 soluciones habitacionales nuevas, y se busca una ampliación presupuestaria para construir 14,242 soluciones habitacionales (incluyendo 1,200 con fondos de una donación de China Taiwán). Parecería muy riesgoso iniciar un programa de construcción de esta dimensión, con las deficiencias operativas de la institución. No se recomienda escalar las operaciones de la institución sin que previamente se haya mejorado la capacidad operativa institucional y racionalizado los programas de subsidio para que las intervenciones sean focalizadas y se dirijan a aquellas familias que no sólo tienen un déficit habitacional, sino que son las más necesitadas por su bajo nivel de  ingresos. Esto implica priorizar programas de mejoramiento de vivienda, los que no se están haciendo en la magnitud requerida, ya que la mayor parte de los recursos que administra SENAVITAT están dirigidos hacia la construcción de vivienda nueva, cuando el déficit es mayoritariamente cualitativo. 

Conclusiones y Recomendaciones

No se pudo realizar un análisis a profundidad de los distintos temas que afectan al sector vivienda debido a la falta de información actualizada y confiable sobre una serie de variables demográficas y sociales que son indispensables para hacer un buen diagnóstico. Adicionalmente SENAVITAT presenta debilidades institucionales, incluyendo deficiencias en la gestión de la información sectorial y sobre sus propios programas, lo que impidió una evaluación rigurosa de la eficiencia y efectividad de los mismos. Tampoco fue posible dimensionar la demanda por vivienda e infraestructura urbana (carencias de los barrios pobres) y caracterizar la  oferta pública y privada de vivienda y servicios urbanos. A pesar de esto, el análisis permite identificar los principales problemas del sector y sugerir ciertas líneas de acción. 

En cuanto al sector vivienda se recomienda: (i) racionalizar los programas de vivienda para poner el énfasis en mejorar la calidad de las viviendas (incluyendo los servicios sanitarios), con la participación de entidades privadas especializadas en microfinanciamiento para proveer recursos complementarios, eliminando aquellos programas que no son costo eficientes y tienen altos costos operativos; (ii) redirigir el foco de los programas de viviendas nuevas hacia la atención de las necesidades de relocalización de familias que viven en zonas de riesgo (i.e. los “bañados” y zonas similares), con un mejor uso del suelo (por ejemplo construyendo viviendas en lotes de 90 mts2 en vez de 360 mts2); (iii) los subsidios de SENAVITAT se deben concentrar en pocos programas, focalizados en los más pobres y vulnerables para lo que se sugiere limitar su acceso a familias con ingresos debajo de 2 SM y reducir los montos de subsidio que se otorgan a las familias para aumentar el número de beneficiarios; y (iv) en el caso de los programas de la AFD, se recomienda que estos se concentren en segmentos de población de clase media baja, lo que implica que el tope de ingreso familiar elegible para los dos programas de vivienda existentes debiera reducirse a 3 SM, así como los montos máximos de crédito que se pueden otorgar.  

Otro problema importante que afecta la capacidad de las instituciones financieras para proveer financiamiento de vivienda es la falta de financiamiento a largo plazo en el país. Se  debe analizar la introducción de mecanismos para facilitar el fondeo a largo plazo que se pueda dirigir para vivienda, pero sin introducir subsidios que no son sostenibles en el tiempo o que distorsionan el mercado de crédito. En este respecto es importante establecer un plan de trabajo conjuntamente con el Ministerio de Hacienda, la AFD y el Banco Central de Paraguay para analizar distintas opciones o acciones que incentiven el desarrollo de instrumentos de largo plazo. 

En lo que se refiere al desarrollo urbano, las principales recomendaciones son: (i) aprobar legislación de uso de suelo, previamente consensuada con los gobiernos locales y otras entidades relevantes e implantar mecanismos para exigir su implementación, incluyendo el condicionamiento de transferencias de recursos a su cumplimiento; (ii) impulsar cambios en normativa urbana orientados a un uso más eficiente del suelo (i.e. los programas del gobierno no deberían promover la construcción de vivienda en terrenos de 360 mts2); y (iii) descontinuar o introducir modificaciones a programas de gobierno que proveen incentivos incorrectos en cuanto al uso de la tierra (i.e. los programas de entrega de tierra de la SAS).  

El Gobierno es consciente de las debilidades del sector pero no parece tener claro cuáles son las áreas que debe atacar prioritariamente y cuáles pueden esperar. Existe el peligro también que las presiones por resultados inmediatos impidan que se hagan los ajustes que son necesarios en los distintos programas de vivienda, lo que implicaría que se continúe haciendo un uso ineficiente de recursos en soluciones habitacionales de alto costo, mal focalizadas y que no resuelven las necesidades de vivienda de las familias pobres del país. La implementación de un programa de mejoramiento integral de barrios es otra recomendación y el BID tiene varias experiencias exitosas que puede compartir con SENAVITAT para diseñarlo, sin embargo no se sugiere que se implemente sin que exista un marco normativo claro, capacidad de ejecución,  buena coordinación con los gobiernos locales y una identificación clara de asentamientos precarios consolidados susceptibles de este tipo de intervención. 

Finalmente, en lo que respecta al fortalecimiento institucional, hay mucho por hacer en la institución desde una restructuración organizativa que incluya un fortalecimiento de ciertas funciones institucionales como la de planeamiento, manejo de información, gerencia administrativa y gestión de programas de vivienda. Asimismo se debe fortalecer las capacidades del personal a través del entrenamiento de los recursos humanos y la implementación de un programa de capacitación. Sería recomendable preparar un Plan Estratégico Institucional que realice un diagnóstico de la situación institucional y plantee un programa de fortalecimiento y modernización.     

I. Contexto Económico y Socio-Demográfico
[bookmark: _Toc247715431][bookmark: _Toc247715635][bookmark: _Toc247886453]A. Crecimiento Económico 
La economía paraguaya es pequeña y abierta, y altamente dependiente de la agricultura y ganadería -principalmente especializada en la producción de soja y carne vacuna- lo que la sujeta a los efectos de los cambios medioambientales y climáticos. La soja y la carne vacuna representan alrededor del 50% de las exportaciones. Paraguay posee una economía basada en el libre mercado y es un país miembro de Mercosur. Uno de los pilares básicos de la economía es el comercio con sus vecinos, sobre todo con Argentina y Brasil. Más del 40% de las exportaciones tienen como destino estos dos países. 
En la última década, el país ha logrado importantes avances en el aspecto macroeconómico, con sólidos resultados en el ámbito fiscal, monetario e iniciado algunas reformas sociales. Entre las más importantes en los últimos años, se el acceso gratuito a la atención primaria de la salud y a la educación básica, y la expansión de los programas de transferencias monetarias condicionadas para las poblaciones más vulnerables. La economía paraguaya ha experimentado una alta volatilidad en su crecimiento económico en los últimos años. En el 2009 la economía decreció 4% como resultado de una fuerte sequía y luego tuvo una fuerte recuperación creciendo a 13.1% en el 2010 y 4.3% en el 2011. Otra fuerte sequía en el primer trimestre del 2012 y el brote de fiebre aftosa detectado a fines de 2011 incidieron en una caída estimada del PIB del 1.2% en el año 2012. Se estima un fuerte crecimiento del 13% del PIB en el 2013, el nivel más alto en la región. A pesar de esta volatilidad, el PIB incrementó su valor en 237% en el período 2000-2011 y la renta per cápita se incrementó un 168%. En el 2012 el l PIB ascendió a alrededor de US$25.5 miles de millones y el PIB per cápita a alrededor de US$4,000.  
El crecimiento del 2013 ha sido impulsado por el desempeño del sector agrícola —sobre todo de la industria de la soja—, como resultado de las excelentes condiciones de la cosecha de la temporada 2012/2013, después de la sequía del año anterior. Debido a un aumento de los ingresos tributarios menor que lo esperado y un incremento todavía importante de los gastos, las cuentas públicas arrojaron por segundo año consecutivo un saldo deficitario, estimado en un 1.6% del PIB. A octubre de 2013, la variación interanual del índice de precios al consumidor fue del 4.4%, superior a la registrada en 2012 (3.4%). En el rubro externo, se prevé un aumento del superávit de la cuenta corriente, producto del dinamismo que han mostrado las exportaciones agrícolas y pecuarias (en particular, cárnicas) durante el año. Para 2014, CEPAL espera que el crecimiento económico retome un ritmo más acorde con el crecimiento potencial de largo plazo del país, por lo que se proyecta una expansión cercana al 4.5%.
               Cuadro 1.1: Evolución de Principales Indicadores Económicos.                  
	Variables 
	2009
	2010
	2011
	2012
	2013 (est) 

	Crec. PIB Real (%)
	-4.0
	13.1
	4.3
	-1.2
	13.0

	Inflación (IPC, %)
	1.9
	7.2
	4.9
	4.0
	4.6

	Cuentas del Sector Público (% PIB)
	0.6
	1.5
	0.9
	-1.8
	-2.3

	Deuda Pública (% del PIB)
	23.0
	18.6
	18.0
	19.6
	19.0

	Balance Cuenta Corriente (% PIB)
	3.2
	-0.3
	0.7
	0.2
	n.d.

	Reservas Internacionales (US$ bil.)
	3.8
	4.1
	5.0
	5.3
	5.6


   Fuentes: BCP, BID,
Luego de la crisis política en el 2012 que terminó con la destitución del Presidente Lugo, el gobierno de transición del Presidente Federico Franco impulsó un importante plan de estímulo fiscal con dos objetivos: actuar como medida contra-cíclica ante la sequía y dar un primer impulso en infraestructura para aumentar el potencial productivo del Paraguay. Así, el gasto de gobierno, y por ende, la demanda interna, aumentó de manera importante su contribución al crecimiento a partir del segundo semestre del 2012. La posición de reservas internacionales se mantiene en un nivel históricamente elevado con US$5,600 millones aproximadamente, correspondiente a unos seis meses de importaciones. Es un país que tiene la inflación bajo control y una deuda  baja. Un aspecto de preocupación es la situación fiscal que es muy frágil y volátil debido a que depende de los ingresos de la agricultura y ganadería. El déficit fiscal se estima en 2.3% del PIB en el 2013, por encima al registrado en 2012. Así, 2013 es el segundo año consecutivo de déficit en las cuentas públicas, después de ocho años seguidos de superávit. Recién en el año  2012 se impuso el impuesto a la renta en el país, aunque todavía tiene efectos limitados sobre las actividades de algunos sectores, incluyendo el agrícola.   
Paraguay está ubicado en el centro de Sudamérica y colinda con Brasil y Argentina, las economías más grandes, lo que le permitiría ocupar un lugar estratégico como centro de distribución hacia el resto de países. Por otro lado, posee un inmenso potencial hidroeléctrico con las centrales Itaipú y Yacyretá, en tiempos en que la demanda de energía a nivel mundial está aumentando sostenidamente. Sin embargo, pese a estas ventajas, se encuentra muy rezagado con respecto al resto de la región y sus niveles de competitividad son muy bajos tal como indican los rankings del Foro Económico Mundial, superando sólo a Venezuela en la región.  
B. Crecimiento de la Población
Las cifras oficiales de la DGEEC indican que Paraguay tiene una población de 6.6 millones al 2012. Sin embargo, según mencionan los propios funcionarios de la institución, sobre la base del análisis del comportamiento de la dinámica demográfica conforme al censo 2012 y de los resultados obtenidos del Precenso (actualización cartográfica) resulta una estimación de población que se encuentra en el rango de 6.3 y 6.4 millones para ese año. La DGEEC está trabajando en una revisión de las cifras, parte del problema se vincula a la imposibilidad de procesar los datos del último censo que se realizó en el 2012. Si usamos el estimado de 6.3 millones, la población habría crecido a una tasa anualizada de 2.0% entre 2002 y 2012, por debajo de la tasa de crecimiento entre los dos censos anteriores.
La DGEEC dispone de ejercicios o escenarios que ha construido pero no las ha publicado. Están trabajando para que al final de este año, una vez disponible la base de datos, realicen una presentación de este estudio y oficializar una nueva cifra. Esto depende también de la realización o no del Censo Abreviado previsto para octubre de este año. En caso de realizarse este Censo, se esperaría los resultados del mismo, se validaría los datos del 2012 y luego se presentarían como cifras oficiales. Tendría impacto en las cifras manejadas en las encuestas a hogares y otras estadísticas.

Cuadro 1.2: Evolución de la Población total por área de residencia (en millones y %)

	 
	2012a
	2012b
	2002
	1992
	Crec. Anual 2002-12a (%)
	Crec. Anual 2002-12b (%)
	Crec. Anual 1992-2002 (%)

	Total País
	6.6
	6.3
	5.2
	4.2
	2.4
	2.0
	2.2

	Urbano
	3.9
	n.d.
	2.9
	2.1
	3.0
	n.d.
	3.3

	Rural
	2.7
	n.d.
	2.2
	2.1
	2.1
	n.d.
	1.3


Fuente: DGEEC. Censos de 1992 y 2002 y Encuesta Permanente de Hogares 2012

La población urbana está creciendo a un ritmo de crecimiento mucho más alto que la rural, lo que se explica por un desplazamiento de la población desde las zonas rurales a las zonas urbanas. Mientras que en 1992 el porcentaje de población urbana ascendía a la mitad del total, en el 2012 se estima que representa 59.1% de la población total. Recién a partir del  Censo de 1992, se documentó que la población urbana había excedido a la población rural.   

                          Cuadro 1.3: Evolución de Población Urbana y Rural (%)
	
	1992
	2002
	2012

	Población Total 
	100.0
	100.0
	100.0

	Población Urbana 
	50.3
	56.7 
	59.1

	Población Rural
	49.7
	43.3
	40.9


            	              Fuente: DGEEC
La población es mayoritariamente joven, con 65% que tiene menos de 29 años y 32.7% menos de 14 años, lo que indica que habrá una presión muy importante por vivienda, servicios en general y oportunidades laborales en los siguientes años. El 95% de la población está asentada en 40% del territorio -región oriental. El 5% reside en el otro 60% -región occidental. Otro fenómeno poblacional es el elevado número de paraguayos que emigran a otros países de la región y el mundo. 
C. Pobreza y Distribución de Ingresos
La población en situación de pobreza en el país se estima sobre la base de las Encuestas de Hogares de la DGEEC. Se define como población pobre a aquel conjunto de personas residentes en hogares cuyo nivel de bienestar (medido a través del ingreso) es inferior al costo de una canasta básica de consumo constituida por el conjunto de bienes y servicios que satisfacen ciertos requerimientos mínimos, tanto alimentarios como no alimentarios, para la sobrevivencia humana.[footnoteRef:2]  [2:  	Según la EPH 2011, la línea de pobreza de una familia típica a nivel nacional se sitúa en G. 1´758,782, considerando una familia de 4 personas y que la línea de pobreza personal es G.  438,954.] 

Conforme a la Encuesta Permanente de Hogares 2011, la población paraguaya considerada en situación de pobreza representa 32,4% del total de habitantes del país, lo que significa que cerca de 2 millones 96 mil personas residen en hogares cuyos ingresos son inferiores al costo de una canasta básica de consumo estimado para dicho año. 
Alrededor del 45% de los habitantes en zonas rurales son pobres, comparado al 24% en las áreas urbanas. En términos absolutos, la mayor cantidad de población pobre se encuentra en el área rural, albergando alrededor de 1 millón 182 mil personas en tal situación, en tanto en el área urbana el número de pobres asciende a 913 mil personas aproximadamente (29% más pobres en el área rural respecto a la urbana). En consecuencia, en el ámbito rural la pobreza es más extendida tanto en incidencia como en cantidad absoluta. Asimismo, más de la mitad reside en áreas rurales (57%) y el resto se distribuye de la siguiente manera: 29% en Asunción y áreas urbanas del departamento Central y 14% en el Resto Urbano. 

Cuadro 1.4: Indicadores de Pobreza 2011

	
Dominio

	Población Total
	% Población Pobre
	% Población Extrema

	Total País
	6’464,648
	32.4
	18

	Área Urbana
	3’823,364
	23.9
	10

	Asunción y Central Urbano
	2’353,470
	26.0
	10.3

	Resto Urbano
	1’469,894
	20.5
	9.6

	Área Rural
	2’641,284
	44.8
	29.6


Fuente: DGEEC. Encuesta Permanente Hogares 2011
En el periodo 2007-2011, la pobreza total a nivel nacional muestra una tendencia sostenida y paulatina a la baja, pasando de 41.2% a 32.4%. Este comportamiento es resultado de lo que ocurre principalmente en áreas urbanas que registró un descenso aproximado de 10 puntos porcentuales en el periodo analizado.[footnoteRef:3] Uno de los factores estructurales que contribuyen a mantener los niveles de pobreza y pobreza extrema en la población, está altamente asociado a la inequidad en distribución del ingreso. A nivel nacional, para el 2011, el coeficiente de Gini[footnoteRef:4] se sitúa en 0,566. Entre los años 2010-2011, en el área urbana, este indicador pasó de 0,459 a 0,470 y en el área rural varió de 0,558 a 0,566.  [3:  	El informe Panorama Social de América Latina 2013 de la CEPAL presenta cifras más altas de pobreza para Paraguay y lo sitúa como el tercer país  más pobre de la región después de Honduras y Nicaragua.]  [4:  	El Coeficiente de Gini permite saber cuan equitativa es la distribución del Ingreso en la población. Asume valores entre cero y uno. Cuanto más cercano a cero mayor igualdad en la distribución del ingreso y cuanto más cercano a uno mayor desigualdad en la distribución del ingreso.] 

En 2011, los ingresos del decil más pobre, de la distribución de ingresos por personas, representó apenas el 1.1% de los ingresos totales, mientras que los ingresos del decil más rico fue de 41.2% del total. El ingreso por persona además es desigual entre el área urbana y el rural (el ingreso per cápita urbano es 1.8 veces el rural), y también internamente dentro de cada área se evidencia la desigualdad de los ingresos. La participación de los más ricos en el ingreso total respecto a la de los más pobres es 23 veces mayor en el área urbana y 43 veces en el rural. 
Paraguay es uno de los países de mayor desigualdad en la distribución de ingresos y de la tierra en América Latina. Estas grandes desigualdades se reflejan en los bajos niveles de desarrollo humano de sus habitantes, lo que genera un impacto negativo sobre las posibilidades de un desarrollo económico.[footnoteRef:5] Se obtuvo cifras del ingreso familiar mensual por deciles del 2011 utilizando información de la EPH de dicho año. Las cifras muestran que sólo el último decil de familias tiene ingresos por encima de 5 SM que es el punto de corte de la mayoría de programas de vivienda del país, lo que indica que hay muy poca focalización. 5 SM al mes equivalen a US$1,850, cifra que es bastante alta. [5:  	CEPAL 2013. En 2012 el quintil más pobre de la población recibió 3.5% de los ingresos, el segundo porcentaje más bajo de la región con excepción de Honduras. ] 

   Cuadro 1.5 Distribución de Ingresos
	Variables 
	2008
	2009
	2010
	2011

	Coeficiente de GINI  
	0.506
	0.487
	0.512
	0.520

	GINI Urbano
	0.453
	0.423
	0.459
	0.470

	GINI Rural
	0.557
	0.470
	0.558
	0.566





		
             
Fuente: EPH 2011, DGEEC
La falta de focalización no sólo se observa cuando se revisan las cifras de la población urbana, sino también de la población total. El cuadro 1.6 muestra que las familias en los cinco deciles más bajos, tienen ingresos por debajo de 2 SM, por lo que se justificaría que los programas de vivienda no beneficien a familias con ingresos mayores a 2 SM, para asegurar que los escasos recursos se focalizan en los más necesitados. Considerando que más de la mitad de las familias del país tienen ingresos por debajo de 2 SM, la focalización podría ser incluso mayor, con programas que incluso se orienten específicamente a familias con ingresos de hasta 1 SM. 
Se trató de incluir información sobre consumo mensual familiar, que es un mejor indicador para medir los ingresos reales de la población en los deciles más bajos, pero dicha información no está disponible en Paraguay. LA DGEEC está trabajando con especialistas extranjeros  para desarrollar una encuesta de consumo. 
         




      
      Cuadro 1.6: Distribución del Ingreso Familiar Mensual por Deciles 2011
	
	Población TOTAL
	Población URBANA

	Deciles
	Tamaño
Familia Promedio
	Ingreso Familiar  Mensual (US$)
	Equivalencia SM
	Tamaño Familia Promedio

	Ingreso Familiar Mensual
(US$)
	Equivalencia
SM

	1
	
5.34
	135.6
	0.4
	5.24
	
249.9
	
0.7

	2
	
5.10
	270.0
	0.7
	4.59
	
396.3
	
1.1

	3
	
4.60
	354.9
	1.0
	4.35
	
501.8
	
1.4

	4
	
4.25
	436.4
	1.2
	4.11
	
596.8
	
1.6

	5
	
4.07
	540.0
	1.5
	4.04
	
712.4
	
1.9

	6
	
3.87
	634.1
	1.7
	4.01
	
858.9
	
2.3

	7
	
3.83
	778.7
	2.1
	3.79
	
1019.3
	
2.8

	8
	
3.70
	990.8
	2.7
	3.79
	
1282.9
	
3.5

	9
	
3.39
	1270.0
	3.4
	3.38
	
1521.6
	
4.1

	10
	
3.00
	2937.4
	7.9
	2.98
	
3216.6
	
8.7

	Prom
	
4.00
	951.3
	2.6
	3.94
	
1151.9
	
3.1


Fuente: EPH 2011. Se usó el SM promedio nacional de G. 1’658,232 y el Tipo de cambio G. 4480 por dólar. 

    
II. Situación y Características del Mercado Habitacional

A. Problemática de la Vivienda y Déficit Habitacional. 

Se analizó la evolución del número de viviendas y de hogares 1992-2012 utilizando cifras de los censos de 1992 y 2002 y estimados para el 2012 de la DGEEC sobre la base de la EPH de dicho año. Las cifras muestran que el número de hogares aumentó en 243,203 entre 1992-2002 y el número de viviendas creció en un número similar de 242,458, mientras que en el período entre 2002 y 2012 el número de hogares creció en 545,642 y el número de viviendas en 538,875. Estas cifras por si solas no son indicativas de si hubo o no un aumento del déficit habitacional, porque no nos dice nada sobre la calidad de las nuevas viviendas. Si nos indica que el número de hogares y de viviendas en el país viene creciendo a un ritmo de 50,000 unidades por año respectivamente, cifras que están por encima de las que maneja SENAVITAT (alrededor de 25,000). Esta gran diferencia entre ambas cifras obliga a que se valide la información para confirmar si es correcta o no. Es indispensable tener una estimación correcta del crecimiento de  esta variable. 

Funcionarios de la DGEEC indicaron que así como se está trabajando en una revisión de las cifras de población, las cifras del número de viviendas y hogares también presentan discrepancias y requieren ser validadas.  Por ejemplo, las cifras del Precenso 2012 indicarían que habría 1’612,000 viviendas en comparación a las 1’636,800 de la EPH. 

Cuadro 2.1: Evolución Número de Hogares y Viviendas 1992-2012
	Años
	1992
	2002
	2012

	Hogares
	
	
	

	Urbano 
	451,948
	651,920
	989,931

	Rural
	412,042
	455,333
	662,964

	Total
	863,990
	1’107,253
	1’652,895

	Viviendas
	
	
	

	Urbano
	443,691
	643,920
	975,292

	Rural
	411,856
	454,085
	661,588

	Total
	855,547
	1’098,005
	1’636,880


Fuente: DGEEC. Las cifras de 1992 y 2002 son de los Censos y la de 2012 estimada sobre EPH.
Como en la mayoría de países de la región, no existen cifras muy confiables sobre el déficit habitacional en el país, y mucho menos sobre su evolución. En el caso de Paraguay el problema se agrava porque las últimas cifras censales disponibles son las del Censo Nacional de 2002. Existen distintos estimados del déficit habitacional, ninguno de ellos basado en cifras inescrutables, por lo que tampoco existe una cifra confiable sobre el monto de recursos requerido para atender y eliminar dicho déficit.
La información más completa y detallada del déficit habitacional es la que se encuentra en el informe “Déficit Habitacional en el Paraguay” preparado por técnicos de la DGEEC y de CONAVI con el apoyo de funcionarios y técnicos del Ministerio de Vivienda y Urbanismo de Chile siguiendo la metodología del Centro Latinoamericano de Estudios Demográficos- ONU (1996).  Este informe se basa en las cifras del censo de 2002 y por lo tanto están desactualizadas, pero sirven como referencia y fueron la base para los estimados del déficit que maneja SENAVITAT. 



Cuadro N° 2.2: Estimación del déficit habitacional cualitativo y cuantitativo, por área, 2002
	Tipo de déficit
	Tipo de demanda
	Área Urbana
	Área Rural
	Total

	Cualitativo
	Demanda de Mejoramiento
	260,071
	80%
	257,642
	68%
	517,713
	73%

	
	Demanda de Ampliación
	16,846
	5%
	6,.770
	2%
	23,616
	3%

	
	Demanda de Mejoramiento y Ampliación
	49,575
	15%
	114,394
	30%
	163,696
	23%

	
	Sub Total de déficit cualitativo
	326,492
	100%
	378,806
	100%
	705,298
	100%

	Cuantitativo
	Viviendas a Reemplazar – irrecuperables
	49,578
	69%
	25,669
	95%
	75,.247
	76%

	
	Hogares agrupados
	8,000
	11%
	1,248
	5%
	9,248
	9%

	
	Núcleos agrupados hacinados independientes (a)
	14,224
	20%
	0
	0%
	14,224
	14%

	
	Sub Total de déficit cuantitativo
	71,802
	100%
	26,917
	100%
	98,719
	100%

	Cualitativo y cuantitativo
	Total de déficit cualitativo y cuantitativo
	398,294
	405,723
	804,017

	
	TOTAL VIVIENDAS OCUPADAS
	643,920
	454,085
	1’098,005


Fuente: Informe “Déficit Habitacional en el Paraguay” DGEEC (sobre la base del Censo Nacional de Población y Viviendas, 2002)
Las cifras muestran que en el 2002 el déficit total de vivienda ascendía a 804,017 viviendas divididas casi en igual proporción entre el área urbana y rural. El déficit total representaba el 73% del total de viviendas ocupadas censadas. En el área urbana este déficit representaba el 62% de las viviendas urbanas ocupadas. El déficit cualitativo ascendía a 705,298 viviendas (88% del total). En el caso de las áreas urbanas, el déficit cualitativo ascendía a 326,492 viviendas (82% del total). Las cifras muestran que los déficits son predominantemente cualitativos, tanto en el área urbana como en el área rural. Es interesante indicar que la demanda de mejoramiento de vivienda es la parte importante del déficit cualitativo (517,713 viviendas que representan el 73% de dicho déficit), el resto es demanda de ampliación o demanda de ampliación con mejoramiento. 
El análisis de la composición de demanda de mejoramiento de vivienda muestra los porcentajes del déficit que se deben a problemas de saneamiento, de materialidad o a problemas conjuntos de saneamiento y materialidad. Se considera déficit cualitativo para efectos de saneamiento cuando el acceso al agua es a través de pozos sin bomba, tajamares, manantiales, ríos, arroyos, y aljibes; y el desagüe va directamente a hoyos o superficie de la tierra sin pozo séptico o las viviendas no tienen baño. En cuanto a materialidad las viviendas consideradas deficitarias en el área urbana son aquellas que tienen techo de paja, tronco de palma, y materiales de desecho u otras similares. En el área rural, son consideradas deficitarias las viviendas cuyos techos tienen materiales de desecho u otros similares. En cuanto a pisos, las viviendas con piso de tierra se consideran deficitarias.   Las cifras muestran que del total de viviendas que requieren mejoramiento, el 58% tiene problema de saneamiento (y una parte de ellas también tiene déficit de materialidad).   Estas cifras confirman que la forma más óptima de atacar el déficit habitacional es a través de programas de mejoramiento de vivienda que son menos costosos que construir viviendas nuevas 
Cuadro 2.3: Composición de la Demanda de Mejoramiento de Vivienda
	Variables
	Área
	Total

	
	Urbana
	Rural
	

	Vivienda con demanda por saneamiento
	13,106
	38,772
	51,878

	Vivienda con demanda por materialidad 
	177,790
	37,466
	215,256

	Vivienda con demanda por saneamiento y materialidad
	69,175
	181,404
	250,579

	Estimación de demanda de mejoramiento total
	260,071
	257,642
	517,713


Fuente: DGEEC. Censo Nacional de Población y Viviendas, 2002
Otra información interesante del informe es que identifica que 406,598 viviendas tienen un déficit por tipo de desagüe, lo que representa el 37% de las viviendas ocupadas censadas en el 2002. Esto indica que si se implementara un programa de mejoramiento de vivienda que se concentre en mejorar el baño y tipo de desagüe (sin que esto implique desagüe por tubería), se resolvería una parte importante del déficit.  
Según estimaciones de la SENAVITAT incluidas en el Plan Nacional de Hábitat y Vivienda (PLANHAVI), el déficit habitacional en el 2011 asciende a 1.1 millones de unidades, cifra que se distribuye en diversos tipos de demanda: “nuevas viviendas”, “ampliación”, “mejoramiento” y, lo que comporta mayor complejidad, demandas que conjugan “ampliación y mejoramiento”. Las cifras del PLANHAVI, se basan en una proyección del déficit habitacional  partiendo del diagnóstico realizado por la DGEEC con el apoyo  del Ministerio de Vivienda y Urbanismo de Chile.  
Un problema serio en Paraguay que se vincula con la calidad de vida de las familias y las viviendas son las deficiencias en el acceso a servicios básicos. Las cifras muestran  que existen bajos niveles de cobertura para varios de ellos, por ejemplo sólo 10% de la población tiene desagüe sanitario a través de una red pública, 66% de las familias utilizan pozos sépticos, e incluso el acceso al agua en cañerías dentro de la vivienda es bastante bajo comparado a la región, cubriendo sólo a un 60% del total de familias. La situación de las familias calificadas como pobres es peor.  
Cuadro 2.4: Calidad de Servicios Básicos por Situación de Pobreza 2011 (%)                                                                                           
	Servicios
	Total
	Pobre
	No Pobre

	Acceso al Agua por cañerías dentro vivienda
	
60.4
	
42.6
	
66.7

	Desague Sanitario a través de Red pública
	10.0
	3.2
	12.5

	Desague pluvial con pozo séptico
	66.3
	49.4
	72.2

	Tenencia Energía Eléctrica
	98.2
	95.9
	99.1


Fuente: Encuesta Permanente de Hogares, 2011
La problemática de la vivienda es compleja y de difícil solución en el país debido a las  limitaciones de recursos del Estado y al bajo nivel de ingresos de una parte importante de la población, por lo que es muy importante que los programas que se establecen estén adecuadamente focalizados y se manejan en forma eficiente. 

B. Demanda Habitacional y Estructura del Mercado de Vivienda
[bookmark: _Toc246468708][bookmark: _Toc247715456][bookmark: _Toc247715660][bookmark: _Toc247886460]
No existen estudios sobre demanda de vivienda en Paraguay. Ni siquiera el PLANHAVI incluye cifras de demanda agregada anual sobre la base de información censal o de encuestas especiales que se pudieran realizar con el apoyo de la DGEEC. Sería importante tener un estudio de demanda que mida el nivel de crecimiento de la demanda anual en cada municipio del país, segmentando dicho crecimiento en función de los ingresos de los hogares tomando en consideración la información de los deciles de ingreso y de los requerimientos de las familias en términos del producto de vivienda y sus costos.    

Se intentó identificar en base a datos existentes la demanda de viviendas en el país, en particular la demanda anual de unidades de vivienda por segmentos de ingreso y por la situación laboral (empleo formal, autoempleo, empleo informal), pero dicha información no se encontró. La única información disponible es la del crecimiento en el número de hogares que se presentó en un cuadro anterior y que concluye que se tendría que construir alrededor de 50,000 viviendas al año para que no se incremente el déficit habitacional. La extrapolación de las cifras de vivienda entre 2002 y 2012 indica que se incrementaron en alrededor de 500,000, por lo tanto se está produciendo un número similar de viviendas que hogares. Sin embargo, como ya se mencionó, la DGEEC está trabajando para validar estas cifras que parecería sobrestiman el número de viviendas y hogares. Se estima que una parte importante de las viviendas que se produjeron en el último período intercensal es de carácter informal. Se puede concluir también que la construcción informal de viviendas continúa siendo la principal manera en que las familias paraguayas resuelven sus necesidades de vivienda, particularmente los más pobres. 

Información más detallada de la demanda de unidades de vivienda permitiría identificar un perfil socioeconómico, financiero y cualitativo de los demandantes; tan así es que es factible identificar aspectos relacionados con la capacidad adquisitiva, posición ocupacional, nivel de ingresos, necesidades de financiamiento, posibilidad de pago y preferencias de tipo cualitativas tales como localización, dotación, entorno urbano, aceptación de diversas alternativas (desarrollo progresivo, áreas de uso múltiple, entre otros), calidad de acabados, preferencias por número de pisos en multifamiliares; entre otras. Sin embargo, la información disponible para la elaboración de esta sección del informe es escasa. 

C. Oferta Privada de Vivienda: Producción anual, precios, segmentos de mercado y evolución del sector construcción

Por el lado de la oferta de vivienda, tampoco existe una fuente de información confiable que tenga una estadística completa a nivel nacional. No existe información oficial sobre la oferta de vivienda en el país y la poca información sobre oferta privada de vivienda no es consistente. Este es un aspecto en el que la SENAVITAT debería unir esfuerzos con las distintas organizaciones privadas involucradas en el sector, para buscar mejorar la calidad de la información. 

El sector construcción está agremiado en la Cámara Paraguaya de la Industria de la Construcción (CAPACO) que incluye a empresas constructoras y a fabricantes  o proveedoras de materiales de construcción.  La CAPACO  fue fundada el año 1967 y tiene más de 2000 miembros entre empresas constructoras y personas individuales dedicadas a la construcción. La CAPACO ofrece diversos servicios profesionales, tanto a sus asociados como a quienes lo requieran, incluyendo la publicación mensual del órgano de difusión denominado Construcción, en donde vuelca sus inquietudes, informa sobre las actividades que lleva adelante la Cámara y presenta cifras de variaciones en precios de insumos para la industria de construcción. No incluye índices de costos por metro cuadrado de construcción. Ante solicitudes específicas de sus asociados y particulares, elabora estadísticas relacionadas con la industria de la construcción e índices de variación de precios de materiales, además de todas las variables relacionadas con este campo. La CAPACO no disemina públicamente su información, así que no es claro que completa es o su calidad. 

No existe información pública sobre la capacidad de construcción de las empresas locales, aunque se indicó que los grandes proyectos de infraestructura se contratan con empresas constructoras de países vecinos. No existe información sobre la desagregación de la actividad constructiva entre vivienda y otra construcción, sobre el tipo de proyectos de vivienda que se construyen o sobre las principales empresas constructoras. Existen urbanizadores privados agremiados a la  Cámara Paraguaya de Desarrolladores Inmobiliarios (CAPADEI). También existe la Cámara Paraguaya de Empresas Inmobiliarias (CAPEI), pero ninguna de ellas tiene estadísticas sobre sus actividades. 

La opinión generalizada de los promotores de vivienda y de las instituciones de crédito en el mercado es que existe una deficiencia muy grande de información estadística sobre lo que está ocurriendo en el sector. No existe cifras sobre la oferta de viviendas, no existe un verdadero estudio de demanda, existen dudas sobre el tamaño del déficit habitacional y no hay programas de vivienda que ayuden a aumentar el acceso al crédito a los sectores de menores ingresos o con ingresos variables. Tampoco existe una base estadística de información del precio de la tierra urbanizable ni información desagregada sobre la evolución de la industria de la construcción dedicada a la vivienda, ni cifras del desempeño de la misma en los distintos segmentos del mercado de vivienda. 

Se intentó obtener cifras sobre la composición de la industria de la construcción, pero SENAVITAT no recopila y procesa este tipo de información. Por lo tanto no es posible tener cifras sobre el tamaño de las empresas, su capacidad de contratación, o su evolución en el tiempo.

Cuadro 2.5: Evolución del Sector de la Construcción
                      
	Período

	Valor Agregado Bruto Construcción
(en millones de guaraníes constantes)
	% del Total Valor Agregado Bruto Total
	Crecimiento Anual PIB Construcción

	2006
	594,454
	3.2
	-3.5

	2007
	637,254
	3.2
	7.2

	2008
	707,352
	3.3
	11.0

	2009
	721,499
	3.6
	2.0

	2010
	815,294
	3.6
	13.0

	2011 (prel)
	827,524
	3.5
	1.5

	2012 (prel
	835,799
	3.5
	1.5

	2013 (est)
	n.d.
	n.d.
	14.0


Fuente: Banco Central de Paraguay

Las cifras de evolución anual del PIB del sector construcción en los últimos años  muestran que ha tenido un desempeño muy errático con años de fuerte crecimiento y otros de bajo crecimiento o incluso decrecimiento. El sector construcción tiene un peso de alrededor de 3.5% del valor agregado total de la economía. Estas cifras incluyen todo tipo de construcción en el país, incluyendo la construcción de viviendas.

Como se aprecia, la información sobre la industria de la construcción y sobre la oferta de vivienda en el país es bastante incompleta, lo que no permite analizar si se están haciendo progresos en distintos segmentos del mercado o zonas geográficas con respecto a una reducción del déficit de vivienda. 

Costos de Construcción. En Paraguay existe una oferta de tierra no urbanizada alta, por lo que la tierra es relativamente barata, sin embargo cuando se añade los costos de urbanizar, la mano de obra y los materiales de construcción, el costo resultante de las viviendas no está al alcance de las familias de bajos ingresos. Por otro lado tampoco existen estadísticas sobre el valor de la tierra o el suelo en distintos lugares del país.   

No hay información oficial sobre costos de tierra o de construcción pero se obtuvo algunos estimados extraoficiales que permiten estimar el costo de una vivienda popular en una zona no muy alejada de una ciudad grande como Asunción con servicio de luz y agua (no necesariamente a través de red pública) y con acceso a transporte público. Se obtuvo información sobre los determinantes del precio de venta de una vivienda de interés social en una de las nuevas urbanizaciones cercanas a Paraguay. El precio total de una vivienda de 45 mts2 de construcción en un lote de 180 mts2 asciende a US$18,000 que se desagrega de la siguiente manera: (i) costo del lote “urbanizado” US$6000; (ii) costo de construcción US$12,000. Se aprecia que  el costo de construcción por mt2 es de US$260-270 m2 y el costo por mt2 del lote urbanizado asciende a US$35 por m2.  

Se pidió información a SENAVITAT sobre los costos de las soluciones habitacionales que ofrece a los beneficiarios. Lamentablemente sólo se pudo obtener información muy limitada ya que la institución indica que con el cambio de administración ha habido una importante pérdida de información. El caso es que la institución no tiene un buen sistema para administrar su información y en el caso de las soluciones habitacionales, no se toman en consideración todos los costos. En particular, cuando el costo de la tierra no es asumido directamente por SENAVITAT, no se cuantifica como parte del costo de la solución habitacional, y no se analiza si esa tierra se entregó en forma gratuita o no, y si existen subsidios adicionales no cuantificados. SENAVITAT mencionó, sobre la base del costo de una vivienda en el Proyecto Che Tapyi, que el costo de construcción por metro cuadrado asciende a US$275. Una vivienda en ese proyecto cuesta US$12,000 (sin considerar el costo del terreno que no se cuantifica porque no lo asume SENAVITAT). Esta información de costos es similar a otras que hemos recibido.  

Con estos costos es difícil proveer vivienda por debajo de US$20,000 por ello es importante analizar alternativas constructivas que abaraten el costo y analizar la posibilidad de construir viviendas en edificios. Sin embargo, esto implica una modificación de los patrones de conducta, ya que en Paraguay las familias prefieren vivir en viviendas independientes en lotes de 360 metros cuadrados lo que tiene el inconveniente de aumentar los costos de urbanización. Si fuera posible producir y financiar viviendas a US$20,000 por unidad, en las condiciones típicas de financiamiento que ofrecen instituciones como Visión Banco (cuota inicial de 10%, financiamiento a 16% de tasa y máximo 7 años de plazo), las familias requerirían ingresos de al menos 3SM al mes para poder asumir la deuda, lo que está fuera del alcance de la mayoría de los hogares. 

Loteamientos

El concepto de propiedad privada de la tierra está muy arraigado en la población, la cual busca a toda costa ser dueña del suelo en que construirá su vivienda. Ante la falta de suelo urbanizado en zonas céntricas de las ciudades, opta por asentamientos informales o por adquirir propiedades en zonas periféricas a las ciudades.  Una de las maneras más utilizadas por las familias paraguayas para acceder a una solución habitacional es a través de la adquisición de un lote de terreno de lo que se denomina “empresas loteadoras”. Estas son empresas privadas que proveen lotes con financiamiento a largo plazo, principalmente para familias de ingresos bajos. Aunque este mercado cumple una función importante que ha evitado que las invasiones de tierras, produce externalidades negativas por cuando se comercializan lotes en áreas lejanas de los límites urbanos y sin sujeción a una normativa mínima de servicios básicos, dejando consiguientemente una enorme carga para los gobiernos locales. 

Existen varias empresas loteadoras en el país, algunas de ellas con más de cincuenta años operando. Las más importantes se encuentran agrupadas en la Asociación Paraguaya de Empresas Loteadoras (APEL), constituida en el año 1983. Es una entidad gremial sin fines de lucro, que agrupa a operadores inmobiliarios y empresas vinculadas al sector inmobiliario. Las empresas loteadoras brindan créditos a sola firma, financian sus productos a largo plazo, creando barrios urbanos en todo el país. APEL tiene 16 miembros a la fecha, los que incluyen a las principales empresas loteadoras del país. Los socios desarrollan su actividad en las áreas tales como: loteamientos, promoción, venta, administración y arrendamiento de inmueble propios o de terceros, tasaciones, administración y servicios de consultoría inmobiliaria.

Un tema de preocupación es que la mayor parte de los lotes tienen una dimensión de 360 mt2, lo que implica que estos loteamientos  contribuyen a la expansión de las zonas urbanas con baja densidad. El origen de los lotes de 360 m2 es la Ley Orgánica Municipal 1294/81 que establecía que los solares urbanos no deberían tener menos de 12 metros de frente ni una superficie menor a 360 m2.  Esto fue recogido por el Reglamento de Loteamientos de Asunción de 1965. Posteriormente, la Ley de Loteamientos 1909/2002 introdujo una modificación ya que si bien mantuvo el mismo tamaño mínimo de lote, estableció con carácter excepcional la posibilidad de loteamientos de menor superficie, en particular para solucionar situaciones de hecho o urbanización de interés social.  Posteriormente la nueva Ley Orgánica Municipal 3966/10 del 2010 flexibilizó este requerimiento al permitir que los distintos municipios establezcan el tamaño mínimo de lotes dependiendo de las circunstancias específicas. Indistintamente de esta flexibilización, los lotes típicos continúan siendo de 360 m2.  

Como se aprecia, los loteamientos se realizan en concordancia con la legislación del país, en coordinación con las instancias gubernamentales correspondientes, como el gobierno central y las municipalidades, y constituyen un mecanismo de proveer tierra con vocación urbana, alternativo a las invasiones. Sin embargo, es importante revisar las normas y políticas de otorgamiento de permisos para asegurar que éstos se otorgan en zonas donde hay servicios o factibilidad  de servicios y que estén dentro de los planes de desarrollo de la municipalidad respectiva, e impedir así lo que viene ocurriendo que es una expansión casi ilimitada de la huella urbana de las principales ciudades del país. 

Los lotes se venden generalmente con un plazo de pago de once años mediante un sistema de cuotas donde no se precisa la tasa de interés que se está cobrando y donde los clientes no tienen derecho a exigir la transferencia formal de propiedad hasta que hayan pagado al menos el 25% del valor del lote. Normalmente las familias no hacen la transferencia porque no quieren pagar los costos notariales y registrales. Las cuotas más comunes para la adquisición de lotes varían entre US$25 y US$60, aunque hay cuotas mayores vinculadas a terrenos mejor ubicados.  La ley especifica que si un comprador tiene más de diez meses de mora, el vendedor puede resolver el contrato y vender la propiedad a un tercero. Si hay alguna diferencia a favor del comprador anterior, se le reintegra.  

Se estima que una  lotificación toma alrededor de diez años en construirse completamente. En muchos casos los lotes se venden sin servicios y  sólo con las vías internas de tierra. Los servicios van llegando en el tiempo. Normalmente a los dos años del inicio de las ventas, el loteador provee la conexión eléctrica a través de gestiones con la Administración Nacional de Electricidad (ANDE). El agua se provee en forma privada a través de la construcción de un pozo con bombeo y el desagüe es a pozos sépticos. Obviamente existen lotes con servicios, pero estos son más caros y normalmente tienen una mejor localización, en zonas más cercanas a las ciudades.  


III. Problemática del Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano

A. Planificación y Ordenamiento Territorial[footnoteRef:6] [6:  	Para mayores detalles sobre la materia se sugiere referirse a Sosa (2010).  ] 


Existe una serie de vacíos legales y superposiciones en el marco jurídico vigente en Paraguay que regula aspectos vinculados al ordenamiento territorial, incluyendo temas que afectan la planificación y urbana y los servicios básicos. No existe en Paraguay una institución que tenga competencia plena para regular el ordenamiento territorial y el uso de suelos, ni articular los diferentes planes sectoriales. Tampoco existe en Paraguay una Ley de Ordenamiento Territorial ni una Ley de Suelos que reglamente lo que es suelo urbanizado, suelo urbanizable y suelo no urbanizable.

Si bien no existe una Ley de Ordenamiento Territorial, existen varias instituciones en distintos niveles de gobierno que tienen competencias en materia de planificación y ordenamiento territorial. Entre estas instituciones cabe mencionar a la Secretaría del Ambiente (SEAM), el Instituto Nacional de Desarrollo Rural y de la Tierra (INDERT), las municipalidades, la SENAVITAT o la Secretaría Técnica de Planificación (STP).  Corresponde legalmente a la SEAM, la elaboración de los planes nacionales y regionales de ordenamiento territorial y a las municipalidades establecer los planes de ordenamiento urbano y territorial de sus respectivas jurisdicciones. Sin embargo, como indica Sosa, no está definido legal ni reglamentariamente el contenido mínimo de los planes nacionales y regionales de ordenamiento ambiental del territorio, el procedimiento para su aprobación, entre otros. 

En el caso de los Municipios, la Ley Orgánica Municipal (LOM) define el contenido mínimo de los planes que debe incluir: la delimitación de las áreas urbana y rural, la zonificación del territorio, el régimen de fraccionamiento y loteamiento para cada zona, el régimen de construcciones y el sistema vial, de infraestructura y servicios básicos. La Ley Orgánica Municipal 3966/10 les otorga múltiples atribuciones: desarrollar Planes de Desarrollo Sustentable y de Ordenamiento Urbano y Territorial, incluyendo la delimitación de las áreas urbana y rural, zonificación del territorio, recolección de residuos, construcción y mantenimiento de calles y sistemas de desagüe pluvial, entre otros. 

Las 17 Gobernaciones Departamentales (GD) también deben formular Planes de Desarrollo Departamental (PDD) a través de los cuales deben coordinar con las municipalidades. La entidad responsable de apoyar la formulación de estos planes es la Dirección de Descentralización del Ministerio de Hacienda (MH). La Ley 3966/10 no establece plazos ni puniciones a las que no cumplen con este mandato. Un problema importante es que no está prevista la sujeción de los planes municipales a los planes nacionales o regionales. Tampoco está previsto un mecanismo para verificar la adecuación de los planes de los municipios con los del SEAM o que las municipalidades los preparen. Como resultado, se estima que más del 90% de las municipalidades no cuenta con los planes que les corresponden. Pocas GD cumplen el rol articulador y pocas municipalidades se ajustan a los criterios de los Planes de Desarrollo Departamentales (PDD). La insuficiente capacidad de inversión suma a la insuficiente capacidad técnica ocasiona que las municipalidades cumplan sólo parcialmente las funciones de orientar el crecimiento urbano. Por el contrario responden a las demandas de empresas inmobiliarias, inversionistas privados y el Gobierno Central para la localización de lotificaciones y  programas de distinto orden, incluyendo los habitacionales.           

El INDERT es responsable de determinar la extensión de las zonas urbanas en los asentamientos y colonias, atendiendo a las posibilidades futuras de poblamiento y desarrollo de los mismos. Esas funciones presentan superposición con las asignadas a las municipalidades en materia de ordenamiento territorial y loteamientos. No se establece un mecanismo para resolver controversias. SENAVITAT también tiene algunas funciones en aspectos de ordenamiento territorial urbano, pero sólo en lo que respecta a sus proyectos y programas. Aquí también se presenta una superposición con funciones de las municipalidades ya que pueden producirse contradicciones entre las normas de ambas instituciones. Tanto la LOM como la carta orgánica de SENAVITAT mencionan la necesidad de coordinación, pero no existen mecanismos para coordinar o resolver diferencias. 

La STP cuenta con una Dirección General de Desarrollo Territorial e Integración Regional que entre sus funciones tiene la de concertar con los gobiernos subnacionales la aplicación de criterios de ordenamiento territorial y ocupación poblacional del territorio. Estas funciones se podrían superponer a las del SEAM y no existen mecanismos de coordinación. El rango legal de las competencias asignadas a la SEAM les da prevalencia sobre las de la STP. En el 2011 la STP formuló el Plan Marco Nacional de Desarrollo y Ordenamiento Territorial (PMNDyOT) que propone una estrategia, objetivos e instrumentos para superar la falta de planificación del territorio y la descoordinación entre los planes y programas sectoriales.[footnoteRef:7] [7:      BID (2014) Nota Técnica de Desarrollo Urbano y Vivienda] 


Existen otras instituciones que también tienen potestades que pueden incidir en el ordenamiento territorial, como el Ministerio de Obras Públicas (MOPC) que es responsable de los emprendimientos viales y de políticas y provisión  de infraestructura del sector agua potable y alcantarillado sanitario; el Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG) responsable de elaborar una política de uso de la tierra en lo que respecta a las actividades agropecuarias; el Ente Regulador de Servicios Sanitarios (ERSSAN); la Empresa de Servicios Sanitarios de Paraguay (ESSAP), encargada de prestación de servicios de agua potable, alcantarillado sanitario y tratamiento de aguas residuales la prestación en las principales ciudades; la Secretaría Nacional de Cultura (SNC), responsable de la preservación cultural y patrimonial; y la Dirección Nacional de Transporte (DINATRAN), encargada de las políticas de transporte (municipal, metropolitano).

En el 2010 la SEAM contrató la elaboración de un Anteproyecto de Ley de Ordenamiento Territorial, el cual no fue aprobado y tenía una serie de deficiencias, incluyendo el dotar a la SEAM como la autoridad rectora en la materia. Se mantenían los problemas de falta de claridad sobre el contenido y alcance de los distintos tipos de planes y no se preveía la forma de articulación y solución de conflictos entre las municipalidades y otras instituciones en materia de urbanismo y suelo. Se debe trabajar en un marco legal integrador que establezca claramente las responsabilidades de las distintas instituciones, los procedimientos para las coordinaciones interinstitucionales para asegurar la consistencia entre las distintas pautas y planes, y los mecanismos para verificar la correspondencia entre los distintos planes (de ordenamiento territorial o planes nacionales y regionales de desarrollo) y resolver problemas de inconsistencias. Tampoco existe una disposición específica que obligue a los planes de ordenamiento territorial a sujetarse a los planes departamentales de desarrollo. 

El país también requiere fortalecer sus capacidades en materia de desarrollo urbano y planificación territorial. Esto le permitiría apoyar en el mejoramiento de la planificación urbana a nivel municipal para fomentar un crecimiento racional de las ciudades y donde las áreas de expansión urbana sean aquellas donde es factible proveer los servicios de infraestructura necesarios a un costo razonable. Esto implica determinar claramente la institucionalidad en el manejo de estos aspectos. 

Indistintamente del desarrollo de las capacidades del SENAVITAT o de otra institución del gobierno en esos aspectos, los gobiernos municipales requieren también trabajar en los siguientes aspectos: (i) mejoramiento de la planificación urbana a nivel municipal para permitir el acceso a  áreas de expansión urbana que puedan ser habilitadas (por ejemplo mediante identificación de terrenos urbanizables y su subasta al mejor postor); (ii) liberar tierras eriazas para habilitación urbana; y (iii) simplificación administrativa en las municipalidades para reducir los tiempos de demora y los costos de tramitar expedientes de habilitación urbana y licencia de todo tipo.   

Como se menciona en el PLANHAVI, la falta de ordenamiento territorial y de planificación urbano-rural induce a una distribución desequilibrada de las actividades y de la población. Ante la ausencia de una regulación pública afirmativa, los intereses particulares tienen preeminencia en la organización territorial de la vida social, contribuyendo a la generación de la exclusión social y el aumento del déficit habitacional. Al respecto, resulta auspicioso el impulso, por parte de la STP, del Plan Marco Nacional de Desarrollo y Ordenamiento Territorial del Paraguay, iniciativa de vital importancia para atender y revertir las tendencias territoriales, cuyos costos sociales se incrementan progresivamente.

B. Urbanización y Producción de las Ciudades.

En términos político-administrativo, el Paraguay está dividido en 17 departamentos, a los que se agrega la capital Asunción. Se ha producido una concentración poblacional durante las últimas décadas en Asunción y el departamento Central; de constituir 29.7% en 1972 alcanzan a alrededor del 40% de la población total en menos del 1% del territorio.

No existen muchos estudios sobre el proceso de urbanización y el desarrollo de las ciudades en Paraguay, aunque se sabe que el país viene experimentando un importante proceso de urbanización desde hace varias décadas. La evolución de la población urbana en Paraguay ha sido relativamente lenta, siendo uno de los últimos países sudamericanos que pasa a disponer de mayor población urbana que rural. Recién a partir de 1992 se aprecia la transición hacia una población urbana, donde por primera vez la población urbana excede  a la rural. Entre 1992 y 2002 la población urbana se incrementó en alrededor de 800,000 habitantes y entre 2002 y 2012 en más de un millón.  

En el período 1950-2012, Paraguay experimentó un proceso de urbanización, pasando de una población urbana de 34.6% el 1950 a 59.1% el 2012. Las ciudades receptoras de la migración rural fueron el Área Metropolitana de Asunción (AMA)[footnoteRef:8], Encarnación, Ciudad del Este, y más recientemente otras capitales de departamento. La ciudad de Asunción, capital de Paraguay, es la aglomeración urbana más grande y poblada del país con 516 mil habitantes. El AMA tiene una gran importancia en materia de desarrollo urbano y vivienda porque en ella reside el 45% de la población el país (aproximadamente 3 millones de habitantes). Asunción es la sede de los tres poderes del Estado Nacional, principal puerto fluvial (Bahía de Asunción), y centro cultural del país.[footnoteRef:9] Las otras áreas metropolitanas de Paraguay son Encarnación y Ciudad del Este. [8:     La Nota Técnica de Desarrollo Urbano y Vivienda del BID asume la definición del AMA establecida por la Iniciativa de Ciudades Emergentes y Sostenibles (ICES) del BID, según la cual, el AMA comprende Asunción, los 19 municipios del Departamento Central, Caacupé, Emboscada, San Bernardino del Departamento de Cordillera, Benjamín Aceval, José Falcón, Nanawa y Villa Hayes del Departamento de Pte. Hayes, y Paraguari, Pirayu y Yaguarón del Departamento de Paraguari.]  [9:     BID (2014) Nota Técnica de Desarrollo Urbano y Vivienda] 


Un estudio elaborado tomando como base de análisis los datos del Censo Nacional de Población y Vivienda del 2002 describe las dinámicas social, económica y de expansión territorial de las tres regiones metropolitanas y su evolución temporal.[footnoteRef:10] El informe muestra la incidencia de las regiones metropolitanas en el contexto socioeconómico nacional, las cuales, ya entonces, concentraban más del 80% de la población urbana nacional. Las cabeceras de las tres regiones metropolitanas son ciudades fronterizas: Asunción, sobre el río Paraguay, y Encarnación, sobre el Paraná, están vinculadas con dos ciudades argentinas; Ciudad del Este, sobre el Paraná, lo está con Foz de Iguazú, en el Brasil.  [10:    Causarano, 2006] 


Se destaca que las dinámicas que conforman las tres regiones metropolitanas se despliegan en las áreas urbanas y rurales bajo el impulso de fuerzas que responden, al mercado y a las iniciativas privadas. Las cabeceras metropolitanas están sujetas a la presión de fuerzas sociales y económicas que condicionan su desempeño, situación que se extiende a las ciudades cercanas y las que se van integrando a la conurbación. Los gobiernos municipales no elaboran planes de ordenamiento territorial ni de desarrollo, no aplican controles ni realizan evaluaciones de gestión, al igual que las gobernaciones departamentales, cuyos territorios se ven afectados por el avance del crecimiento de las zonas metropolitanas sin capacidad institucional y política para ordenar su crecimiento.   

Cuadro 3.1: Evolución de la población de las ciudades más relevantes en Paraguay

	Ciudad
	1962
	1972
	1982
	1992
	
2002


	Asunción
	288,882
	388,958
	455,517
	500,938
	512,112

	Encarnación
	18,745
	22,777
	29,960
	56,261
	67,173

	Villarrica
	16,121
	17,995
	21,420
	27,818
	38,961

	Coronel Oviedo
	9,468
	12,805
	22,190
	38,316
	48,773

	Ciudad del Este
	-
	7,062
	37,340
	133,881
	222,274


Fuente: DGEEC, 2006.

El marco legal no reconoce los sistemas metropolitanos y sólo hay un ente gestor metropolitano: SETAMA. La Municipalidad de Asunción fue pionera en plantear una visión de alcance metropolitano al crear en 1978 la Asociación de Municipalidades del Área Metropolitana, (AMUAM). Sin embargo la RMA no cuenta con legislación ni normativa que regule la planificación territorial, el uso de suelos ni la gestión regional de los servicios urbanos. Con apoyo del BID, el MOPC está ejecutando la operación PR-T1107, Plan de Ordenamiento Territorial Metropolitano (PEMA)[footnoteRef:11] con el propósito de avanzar en propuestas de estructura de ordenamiento de desarrollo territorial y uso de suelos, instrumentos de gestión, administración y financiación pública y privada, y marco institucional para la gestión de una jurisdicción metropolitana.[footnoteRef:12] [11:   La Nota Técnica de Desarrollo Urbano y Vivienda plantean que el PEMA y la Iniciativa Ciudades Emergentes y Sostenibles (ICES), que cuenta con la participación de la   Municipalidad de Asunción y otras 10 municipalidades. apuntan a estimular que éstas revisen sus normativas para densificar la ocupación del suelo y limitar la expansión de la huella urbana en el AMA.]  [12:    BID (2014) Nota Técnica de Desarrollo Urbano y Vivienda] 


La planificación urbana no se institucionalizó como una práctica de regulación de la expansión, crecimiento y desarrollo urbano. No han existido políticas públicas que hayan podido organizar y gestionar las migraciones hacia las ciudades para un crecimiento ordenado y sustentable. Por ley, las Alcaldías Municipales son las responsables de la gestión de la ciudad, la empresa privada actúa por la vía de la oferta y demanda y por lo general las reglamentaciones urbanísticas son muy débiles o con muchos vacíos y algunas veces con incentivos perversos. Se ha dado un importante proceso de urbanización en el país para el cual no han estado preparados los municipios, con el resultado de un crecimiento urbano no planificado con un fuerte componente de construcciones y viviendas informales.  

Como ha ocurrido en otros países en desarrollo, las presiones del desarrollo económico sobre el territorio han provocado el acelerado proceso de conurbación en las grandes ciudades, aunque era previsible el desborde poblacional y el crecimiento de la infraestructura productiva, no se dispuso de las previsiones y acciones necesarias de un enfoque de planificación metropolitana. Todo esto llevó a un crecimiento desordenado en muchos casos propiciado por iniciativas privadas informales basadas en la invasión de tierras, aunque ha habido también un crecimiento urbano propiciado por inversionistas privados que han desarrollado y vendido conjuntos de lotes sin servicio que posteriormente fueron urbanizados e integrados a zonas urbanas aledañas (por ejemplo Asunción o Ciudad del Este). Por otro lado, el desarrollo de asentamientos humanos informales, o incluso la densificación de las zonas tradicionales, ocurrieron sin parámetros urbanísticos o ambientales. 

Producción de Ciudades[footnoteRef:13]. El proceso de producción de las ciudades es altamente especulativo y no obedece a una lógica de desarrollo urbano y territorial, sino a la lógica de un negocio financiero. Además de las limitaciones de las municipalidades por ausencia de planes urbanos y territoriales, las municipalidades tienen grandes deficiencias para garantizar que los proyectos urbanos y las lotificaciones cumplan normas urbanas. Esto ha resultado en una expansión de las ciudades en lotificaciones dispersas de baja densidad [footnoteRef:14] que no cuentan con infraestructura básica, acceso a transporte público, espacios públicos, ni servicios sociales. Estas lotificaciones han creado pasivos ambientales, sociales, infraestructurales y una demanda de inversiones que no puede ser cubierta por las municipalidades.[footnoteRef:15] La inexistencia de infraestructura sanitaria en las ciudades paraguayas también explica la expansión de las ciudades en forma horizontal.  [13:    Tomado BID (2014) Nota Técnica de Desarrollo Urbano y Vivienda]  [14:   La Nota Técnica de Desarrollo Urbano y Vivienda indica que en una manzana tipo, hay un 20 o 30% de ocupación promedio. Esta situación  se mantiene por la legislación vigente en materia del régimen del impuesto inmobiliario, que no tiene penaliza los terrenos ociosos y eriazos, los cuales pagan importes menores que terrenos con construcciones.]  [15:  	La Nota Técnica de Desarrollo Urbano y Vivienda del BID pone como ejemplos: (i) la falta de sistemas de alcantarillado en loteamientos en la jurisdicción de la Municipalidad de Asunción y otras seis municipalidades conurbanas ocasiona la contaminación ambiental de la gran mayoría de arroyos y cursos de agua de la RMA; (ii) se estima que el tiempo de desplazamiento a los lugares de trabajo para la población que vive en estos loteamientos es  en promedio de dos horas de ida y dos horas de regreso.] 


La falta de legislación en materia de ordenamiento territorial y de funcionamiento de las empresas privadas que comercializan tierra para usos habitacionales, ha resultado en una expansión de las ciudades en lotificaciones de baja densidad y carentes de servicios básicos (agua, saneamiento, transporte) y servicios sociales (escuelas, centros de salud, entre otros). El ineficiente patrón de producción de las ciudades, que genera agudas carencias y pasivos se agudiza porque los programas y proyectos que se originan en el Gobierno Central no se desarrollan bajo una visión integral, sino desde perspectivas sectoriales. La situación descrita representa enormes retos que debieran atenderse de manera integral, pero gradualmente, incluyendo una combinación de acciones demostrativas o tipo piloto de corto plazo y mediano, y otras más estructurales que debieran empezarse con un horizonte de largo plazo.[footnoteRef:16]  [16:    BID (2014) Nota Técnica de Desarrollo Urbano y Vivienda] 


El Banco Interamericano de Desarrollo (BID) está apoyando al GOP y a 11 municipios del AMA bajo la Iniciativa Ciudades Emergentes y Sostenibles  (ICES).[footnoteRef:17] La ciudad está recibiendo US$1.1 millones para un diagnóstico sistemático con el objetivo de identificar las áreas que presentan las mayores oportunidades de mejora en su sostenibilidad ambiental, urbana, y fiscal. En colaboración con las organizaciones de la sociedad civil y otros actores clave, se generará un Plan de Acción, donde se priorizarán las actividades y proyectos más necesitados para el desarrollo urbano de la AMA. [17:    ICES  es una iniciativa multidisciplinaria e integral del BID que busca diagnosticar y presentar planes de acción para aproximadamente 50 ciudades de las 140 ciudades emergentes de América Latina que presentan tasas de crecimiento demográfico y económico por encima de la media de sus países.] 


La ausencia de marcos legales de ordenamiento territorial y uso de suelos ha tenido como consecuencia, por una parte, el crecimiento desequilibrado de las regiones, y por otra parte, el crecimiento desordenado de las ciudades. Esto último ha resultado en una expansión de las zonas urbanas, de manera insostenible económica, social y ambientalmente.[footnoteRef:18] [18:    BID (2014) Nota Técnica de Desarrollo Urbano y Vivienda
] 


C. Informalidad Urbana y Regularización de la Propiedad

Como se indicó en la sección sobre urbanización, la dinámica del crecimiento de las ciudades en Paraguay incluye la formación de tugurios o “asentamientos espontáneos” que aparecen en las principales ciudades, donde una parte de las viviendas son construidas en forma espontánea, con iniciativas propias de la población en condiciones marginales. Estos asentamientos generalmente ocupan áreas no aptas para el desarrollo urbano, habitando casas dilapidadas o deficientes, con alto grado de hacinamiento y ausencia de los servicios de primera necesidad, especialmente de instalaciones de agua potable y alcantarillado. 

No hay una estadística sobre el número de estos asentamientos  precarios, como tampoco de los asentamientos que se han originado como producto de invasiones de tierras. Sin embargo, se sabe que la mayoría están concentrados en el Departamento Central. Asimismo, se sabe que en los últimos años los asentamientos informales han crecido vertiginosamente en otras zonas del país como Encarnación, Ciudad del Este, Concepción, Saltos del Guaira, Pedro Juan Caballero, Amambay, y Canindeyú. Un reciente estudio de las Naciones Unidas estima que en Paraguay 20% de la población vive en asentamientos precarios e informales, pero no cita la fuente de dicha información.[footnoteRef:19] [19:  ONU-HABITAT (2012)] 


No existe información que permita cuantificar la magnitud de los asentamientos precarios en el país o el grado de informalidad de la propiedad urbana en el país, aunque se menciona que puede ser importante en algunas ciudades grandes y medianas. No se dispone de estudios específicos que muestren la situación de la informalidad de la propiedad inmueble, particularmente en las zonas urbanas o identifique la problemática de los asentamientos precarios, que generalmente tiene la informalidad de la propiedad como uno de sus características. El tema del mercado informal de suelo urbano ha sido muy poco abordado en el país. La informalidad se vincula a problemas en materia de ordenamiento territorial que incluyen varios aspectos, como: el crecimiento urbano anárquico y falto de regulación y control gubernamental, dificultades de acceso a la tierra urbana y rural, a la vivienda y servicios para los sectores populares; desigualdad en el acceso a infraestructura y servicios e ineficacia de la planificación territorial. 

Programas de Regularización de la Secretaría de Acción Social. El Gobierno a través de la Secretaría de Acción Social (SAS) desde hace varios años ha estado involucrado en el tema de la regularización de la propiedad de vivienda en asentamientos que nacieron de la invasión de tierras. Existían cuatro programas de regularización que se crearon a través de distintos decretos en la década pasada: (i) Programa de Regularización en Municipios de Territorio Nacional (2001), (ii) Programa de Regularización Amplio del Territorio Nacional (2007), (iii) Programa de Regularización Urbana del Territorio Nacional (2007) y (iv) Programa de Regularización Amplio de Tierras y Construcción de Viviendas (2007).  Como resultado de una serie de irregularidades detectadas en informes de la Contraloría en el 2007 y 2008, se decidió por una reformulación de los programas que fueron reemplazados por el Programa de Desarrollo y Apoyo a Asentamientos o Núcleos poblacionales Urbanos o Suburbanos "Tekohá" a través del Decreto N° 1767/2009.  

Tekohá es un programa del Gobierno que también es implementado por la SAS, a fin de dar apoyo al  desarrollo  social  de  núcleos poblacionales urbanos y sub urbanos. Se configura como un conjunto de acciones jurídicas, urbanísticas, medioambientales y sociales con el objetivo de mejorar la calidad de vida, dando atención  integral  a familias  en   situación de pobreza y pobreza extrema, mejorando su hábitat a fin de fortalecer el desarrollo y el arraigo familiar, además de facilitar el acceso a los servicios públicos básicos en condiciones medio ambientales favorables. El Programa de Desarrollo y Apoyo Social a los Asentamientos o Núcleos Poblacionales Urbanos o Suburbanos “Tekoha” forma parte de la Dirección General de Hábitat, que tiene como objetivo general dar respuesta y soluciones habitacionales a las  familias ubicadas en las zonas urbanas y suburbanas de todo el territorio nacional, que se inicia con la tenencia de la tierra, regularización de inmuebles (planos aprobados y catastrados) para mejorar el acceso a los servicios básicos  (agua, luz, vivienda,  educación  y  salud),  y  mejoramiento a mediano y largo plazo del nivel de vida de la población. 

Los objetivos específicos del programa son: (i) adquisición de inmuebles urbanos y suburbanos  para las familias en situación  de  pobreza  y  pobreza extrema a través de compra directa por la vía de la Excepción y  Licitación Pública Nacional; (ii)  realización  de  Censos  para  la  adquisición  de  inmuebles y regularización de beneficiarios; (iii) regularización de Inmuebles  (planos aprobados y catastrados) y (iv) adjudicación de lotes a beneficiarios a través de la firma de contratos. A la fecha se ha beneficiado a 12,907 familias beneficiarias en 44 distritos, distribuidos en 12 departamentos y en la capital del país.[footnoteRef:20]  [20:  Página web de la SAS: Programa Tekoha. ] 


Estos programas han tenido muchos problemas de corrupción ya que al permitirse que el Estado compre terrenos invadidos de sus propietarios para entregarlos a los invasores, se genera un incentivo perverso para lucrar con los terrenos y vendérselos al Estado, muchas veces por encima de los precios de mercado. Por otro lado se incentiva las invasiones, muchas veces organizadas por grupos de traficantes de terrenos. Se requiere mayor análisis de la problemática de la informalidad urbana para intentar implementar esquemas más efectivos y racionales de formalización. Se requiere empezar por un levantamiento de información sobre el número de familias ubicadas en lotes invadidos y el origen de las tierras (públicas o privadas). 

IV. Mercado de Créditos de Vivienda 

Los mercados financieros paraguayos son poco profundos y el financiamiento a largo plazo es muy limitado, tanto en el sistema financiero como en el mercado de capitales. El fondeo tradicional de los bancos ha sido los depósitos a la vista (cuentas corrientes y ahorros) que representan alrededor del 70% del fondeo total y los depósitos a plazo por los que ofrecen tasas de alrededor de 12% anual para plazos de un año. En este contexto, es difícil que los bancos puedan emitir bonos a plazos mayores a tasas razonables que les permitan financiar actividad productiva o créditos hipotecarios. 

El sistema financiero paraguayo está compuesto de entidades financieras estatales y privadas, cooperativas, un mercado de valores, y cajas de jubilaciones y pensiones. Entre las entidades estatales se encuentran 1 banco de segundo piso (la Agencia Financiera de Desarrollo), 1 banco de primer piso (el Banco Nacional de Fomento), y 1 Fondo Ganadero. Entre las entidades financieras privadas se hallan 15 bancos comerciales, 11 financieras, 31 casas de cambio, y 4 almacenes generales de depósito. También existen 34 compañías de seguros. Entre las cooperativas de tipo A hay 26 cooperativas de ahorro y crédito, 20 cooperativas de producción, y 3 cooperativas de otro tipo. En el mercado de valores opera 1 bolsa de valores y productos, 6 casas de bolsa, 4 calificadoras de riesgo, 40 empresas emisoras de capital abierto y 27 empresas emisoras de títulos de deuda.

El mercado de capitales del país es muy incipiente, con poca liquidez y sin inversionistas institucionales interesados en inversiones de largo plazo, lo que limita su utilidad como mecanismo para la colocación de títulos hipotecarios y satisfacer eventuales necesidades de liquidez los bancos.[footnoteRef:21] La falta de recursos de largo plazo en el sistema financiero y en el mercado de capitales es lo que llevó al gobierno a crear la Agencia Financiera de Desarrollo (AFD), banco de segundo piso estatal establecido en el 2006 para proveer financiamiento de mediano y largo plazo al sector privado paraguayo a través de las instituciones financieras intermediarias (IFIs) elegibles. Por lo tanto, la disponibilidad de recursos de las IFIs para financiar los productos de crédito hipotecario para la vivienda aún depende en un gran porcentaje de la disponibilidad de fondos de la AFD. [21:  Para más detalles referirse al Diagnóstico sobre Mercado de Capitales preparado por el BID en el 2011. ] 


Entre los principales problemas del mercado de capitales se citan los siguientes: (i) hay mucha liquidez, pero no se canaliza a las inversiones productivas que contribuyen a la generación de empleo; (ii) alta concentración de las inversiones en el corto plazo porque la mayor parte del ahorro está en depósitos a la vista (70 %), lo cual impide a las entidades bancarias colocar recursos a largo plazo. En consecuencia, es difícil que los bancos transfieran esa liquidez barata al mercado de valores siendo que ellos tienen posibilidad de utilizarla. Por ello, la banca no incentiva el desarrollo de la bolsa porque tiene a su disposición un fondeo sin costo que no está dispuesto a cederlo a terceros; (iii) falta de liquidez a largo plazo. Las emisiones son a largo plazo (promedio 4 años) y no existe mucha liquidez a esos términos.  Los entes de jubilación (Caja de Ande, Itaipú, Municipal, IPS, Bancaria, Médica, Mutual) tienen ahorro de largo plazo, pero la mayoría tiene limitaciones de inversión; (iv) las entidades financieras no tienen el calce ni la costumbre de prestar a largo plazo, tienen muy buenos márgenes de intermediación por custodiar depósitos del público a tasas de interés cercanas a cero y colocar créditos a corto término; v) el Banco Central no permite a los bancos, financieras y compañías de seguro diversificar sus operaciones invirtiendo en fondos o en entidades fuera de su control supervisor. 

Otro factor que afecta la disponibilidad y el acceso al crédito en el sistema financiero paraguayo se relaciona a los altos costos de intermediación que se reflejan en los altos diferenciales entre el costo promedio de fondos y la tasa promedio de los préstamos que excede 8 puntos porcentuales. El mercado de financiamiento de viviendas en Paraguay puede segmentarse por proveedores de créditos: bancos comerciales, financieras, cooperativas de ahorro y crédito y otras instituciones de microfinanzas. Al contrario de los que ocurre en otros países de la región, las principales instituciones de microfinanzas tienen licencia bancaria, por lo tanto no es fácil distinguir entre los créditos de la banca comercial y los de las IMF.    

A. Financiamiento de Vivienda del Sistema Financiero 

Cuando nos referimos al financiamiento de vivienda del sistema financiero se debe tener en cuenta que este se encuentra segmentado en dos tipos de crédito: (i) el crédito que se otorga con los fondos propios de las instituciones financieras y (ii) el crédito que se otorga bajo los dos programas de redescuento de crédito de vivienda de la AFD. Es importante hacer esta distinción ya que los fondos que provee la AFD a las instituciones financieras son en condiciones concesionales y le permite ofrecer tasas que no le permite su fondeo normal.  Igualmente se debe tomar en cuenta que las principales instituciones que proveen crédito de vivienda en el país son los bancos, las cooperativas y algunas financieras.  

No existe información detallada sobre el stock de créditos para vivienda con desagregación de los créditos para vivienda con fondos propios de los créditos para vivienda con fondos de la AFD. El Banco Central de Paraguay que supervisa al sistema financiero a través de la Superintendencia de Bancos tampoco tiene información sobre los flujos de nuevos créditos de vivienda otorgados por los bancos (tanto en montos como en número de deudores), por lo tanto no es fácil analizar lo que está pasando en el país en términos de créditos para vivienda.  


Cuadro 4.1: Información sobre Créditos para vivienda de Bancos y Financieras

	
	Saldo Crédito Vivienda (Mill. de G.)
	Número de Deudores
	Mora/Saldos de Crédito Vivienda 
	Instituciones con Créditos para vivienda 

	2009
	211,570
	n.d.
	1.08%
	11

	2010
	369,445
	2,849
	0.39%
	14

	2011
	596,685
	3,638
	1.35%
	15

	2012
	774,163
	4,758
	1.37%
	14

	2013
	1’361,349
	13,509
	0.97%
	19


Fuente: Superintendencia de Bancos

Las cifras de la evolución de los saldos de créditos hipotecarios  para vivienda otorgados por bancos y financieras en el país muestra la poca penetración de este mercado. A fines del 2013 sólo había 13,509 créditos con  un saldo total equivalente a US$ 260 millones, cifras insignificantes para una economía del tamaño de la paraguaya y una población de 6.3 millones de habitantes. La razón de créditos hipotecarios para vivienda al PIB asciende a 1.1%, muy por debajo a la mayoría de países de la región.[footnoteRef:22]  Cabe indicar que entre el 2009 y el 2013 tanto el saldo de créditos como el número de deudores hipotecarios para vivienda creció fuertemente, lo que se explica por el financiamiento que recibió la banca a través de la AFD que se describe en más detalle en una sección posterior.  [22:   Información de FELABAN para 2012 indica que el país de la región con mayor proporción de créditos hipotecarios sobre PIB era Panamá (25%), seguido de Chile con 18%. Paraguay figura sólo por encima de Haití, muy por debajo de países con ingresos comparables o incluso más bajos  como Bolivia, Nicaragua y Honduras.  ] 


La Superintendencia de Bancos publica las tasas de interés máximas y mínimas de distintos tipos de crédito y depósitos con una frecuencia mensual. Estas tasas incluyen los distintos tipos de créditos de esa categoría que otorgan las instituciones financieras. En el caso de los créditos de vivienda, supuestamente incluyen los créditos financiados con recursos de AFD y con recursos propios. Las tasas referenciales para créditos  de vivienda en diciembre de 2013 se reportaron en 9% la mínima y 28% la tasa máxima. Se aprecia la diferencia entre las tasas con recursos propios y con fondeo de la AFD, lo que es indicativo de que los créditos AFD otorgan un subsidio implícito a las tasas de interés para los clientes que califican a esos créditos.    






Cuadro 4.2: Tasas de Interés Bancarias para Créditos de Vivienda 
(a Diciembre  2013)
	
	Tasas Nominales AFD (%)
	Tasas Nominales Fondos Propios  (%)

	
	Mínima
	Máxima
	Mínima
	Máxima

	En Gs.
	9
	16
	13.3
	28.0

	En US$
	11
	11
	12.0
	15.7


Fuente: Superintendencia de Bancos 

Las principales características de los créditos hipotecarios que ofrece el sistema financiero en Paraguay son las siguientes:

i. Existe una segmentación del mercado, entre los créditos normales que se otorgan a los clientes de mayores ingresos y los créditos que se otorgan con fondeo de la AFD.  

ii. Los bancos por lo general financian hasta el 80% del costo de la vivienda. La mayor parte de los créditos se otorgan en guaraníes a una tasa de interés que fluctúa entre 10 y 18% en promedio (sin incluir comisiones flat). La mayor parte de los créditos hipotecarios se contratan a tasa variable, donde la tasa no se establece tomando en consideración algún indicador de mercado preestablecido sino que varía en función de las condiciones de mercado, al libre albedrío del banco acreedor que “los puede variar según las condiciones del mercado”. En diciembre de 2013 sólo un banco reportaba tasas referenciales para créditos de vivienda en dólares. 

iii. Además del costo financiero, los créditos hipotecarios también están sujetos a costo de tasación del inmueble, gastos notariales y registrales (que fluctúan con el valor de la propiedad), seguro de inmueble, y seguro de vida del deudor por el monto del crédito.  Los gastos notariales, registrales y el impuesto a la transferencia suma alrededor del 4% del valor de la propiedad. 

iv. En su mayor parte los créditos hipotecarios se han otorgado en guaraníes nominales. Los bancos no han ofrecido créditos en moneda nacional ajustada por inflación debido a la falta de fondeo de largo plazo en dicha moneda ajustada.

v. El plazo de los créditos hipotecarios llega hasta veinte años (como consecuencia del financiamiento de la AFD que permite calzar los créditos). 

vi. El plazo de aprobación y desembolso de los créditos por lo general es mayor a 30 días principalmente debido a demoras en el registro de una hipoteca. 

vii.  Además de los recursos propios de las instituciones financieras (de corto plazo) obtenidos a través de ahorro (la porción que se estimaba como “permanente”) y el capital propio, la principal fuente de financiamiento de los créditos hipotecarios son los fondos proporcionados por la AFD. 
	
viii. En cuanto al tiempo de espera para la aprobación de los préstamos redescontados, este depende del tiempo que le tome al banco de primer piso registrar la hipoteca. La Dirección General de Registro Público es muy ineficiente y requiere una reforma profunda. Las escrituras para una hipoteca pueden demorar dos meses y existen serios problemas cuando se solicita informes sobre la calidad de los títulos porque no se hallan los registros en el archivo. 

ix. En el caso de los créditos financiados con recursos de AFD no existe problema de descalce de plazos ya que los bancos redescuentan sus créditos con esas instituciones y por lo tanto calzan perfectamente sus activos y pasivos. En el caso de los créditos con recursos propios, los bancos podrían estar incurriendo en descalces de plazos. La magnitud de este descalce no es conocida.  

x. La morosidad de los créditos hipotecarios de vivienda es 1% similar a los estándares internacionales. No se conoce el nivel de morosidad de los créditos hipotecarios por tamaño de crédito, ya que la SB no dispone de dicha información. 

xi. Otra característica de los créditos es que en su gran mayoría los bancos permiten la posibilidad de prepago, aunque estableciendo condiciones, que varían de banco a banco.

xii. La ejecución de garantías en Paraguay es costosa y lenta, particularmente una hipoteca. El acreedor tiene que iniciar un juicio de ejecución hipotecaria, que implica un proceso burocrático, costoso y que puede durar varios años. Por ello algunos especialistas sugieren que se opte por un fideicomiso de garantía o un encargo fiduciario que son figuras normadas por la Ley No 921/96.  Se podría utilizar como alternativa a la hipoteca ya que ante el incumplimiento de las obligaciones del deudor, el fiduciario cuenta con la facultad de disponer de los bienes transferidos en el fideicomiso para la cancelación de los créditos asegurados. 

Los funcionarios de bancos con quienes entrevistados indicaron que alrededor del 90% de los créditos para vivienda se redescuentan con el AFD, lo que, de ser validado, es una cifra muy alta. Claramente la AFD se ha convertido en un elemento clave en el otorgamiento de crédito de vivienda en el país y las condiciones que establece para el redescuento de dichos créditos, son los que establecen las pautas de la mayoría del financiamiento de vivienda en el país en la actualidad. Por ello empezamos el análisis describiendo las condiciones de los programas de financiamiento a la vivienda de la AFD. 

Programas de Financiamiento de Vivienda de la AFD

La AFD tiene dos programas de redescuento de créditos de vivienda que otorgan las instituciones financieras intermediarias elegibles de primer piso. Estas instituciones incluyen a bancos, financieras y cooperativas. Los programas son: (i) Mi Primera Casa y (ii) Mi Casa. Los dos programas tienen condiciones de financiamiento concesionales y permiten a las IFIs ofrecer créditos de vivienda a sus clientes en condiciones más ventajosas que las de los créditos de vivienda a tasas de mercado.   

Programa Mi Primera Casa (vigente desde el 2006)

Beneficiarios
· Las personas físicas calificadas por una IFI como sujetos de crédito, que posean ingresos globales familiares que no superen 5 salarios mínimos.

Condiciones
· En guaraníes
· Hasta 20 años de plazo (con tasas variables ajustables cada cinco años a discreción de la AFD) 
· Cuotas mensuales de capital e intereses
· Hasta el 100% del valor de la propiedad
· Monto máximo de Gs 200 millones (US$45,000)

Tipos de financiamiento
· Adquisición de viviendas terminadas
· Construcción de viviendas nuevas incluyendo la compra del terreno en el proyecto.

Requisitos
· Ingreso global familiar no mayor a 5 Salarios Mínimos.
· La cuota del préstamo no puede exceder el 25% del ingreso global familiar (Titular + Cónyuge)
· Presentación de Declaración Jurada de manifestación de bienes, deudas e ingresos y de no poseer inmueble edificado a su nombre (Titular + Cónyuge)
· Garantía real de la vivienda (Hipoteca o Fiducia)
· Aprobación del crédito por parte de una IFI
· La IFI podrá solicitar requisitos adicionales



Tasas de Interés
La AFD le otorga los fondos a la IFI desde el 5.5% anual siempre y cuando se comprometa a prestar los fondos con un spread no mayor a 4 puntos porcentuales. 

Programa Mi Casa (vigente desde el 2009)

Beneficiarios
· Las personas físicas calificadas por una Institución Financiera Intermediaria (IFI) como sujetos de crédito.

Condiciones
· En guaraníes
· Hasta 20 años de plazo (a tasas variables ajustables cada año a discreción de la AFD)
· Cuotas mensuales de capital e intereses
· Hasta el 80% del valor de la propiedad
· Monto máximo a financiar de Gs 500 millones (US$112,000)

Tipos de Financiamiento
· Adquisición de viviendas terminadas
· Construcción de viviendas nuevas
· Ampliación, remodelación, refacción y terminación de viviendas

 Requisitos
· La cuota del préstamo no puede exceder el 30% del ingreso familiar 
· Presentación de Declaración Jurada de manifestación de bienes, deudas e ingresos 
· Garantía hipotecaria de la vivienda 
· Aprobación del crédito por parte de una IFI
· La IFI podrá solicitar requisitos adicionales

Tasas de Interés

La AFD le otorga los fondos a la IFI al 8% anual y la IFI es libre de establecer la tasa que estime conveniente.  Las tasas a los clientes finales fluctúan entre 9 y 16% con un promedio cercano al 12%. 

Como se aprecia, los dos programas están dirigidos hacia familias de clase media o clase media alta ya que el tope del valor de los créditos en ambos casos es relativamente alto G.200 millones (US$45,000) y G.500 millones (US$112,000). Por otro lado, ninguno de los dos programas establece topes sobre el valor de la vivienda que se puede financiar, por lo tanto una familia podría adquirir viviendas con un valor muy  por encima de US$112,000 y financiar la compra con financiamiento de AFD. No hay información sobre los valores de las viviendas que se redescuentan con recursos AFD o el nivel de ingreso de los beneficiarios.   

Entre el 2006 y el 2013 la AFD redescontó 6,824 créditos de vivienda por un total de US$245.3 millones por un crédito promedio de US$36,000. En los últimos dos años otorgó 2.840 créditos por un total de US$105 millones. Hay una importante demanda por estos créditos, pero no es claro que AFD tenga capacidad para continuar estas operaciones ya que su fondeo está limitado a líneas de organismos internacionales[footnoteRef:23] y a la posibilidad de emisión de bonos con tasas variables.[footnoteRef:24] Parece que el gobierno ha decidido que una parte de los excedentes obtenidos de la venta de energía al Brasil se destinen a financiar las operaciones de la AFD. Esto podría reducir las limitaciones de fondeo de la AFD.   [23:  	El BID financia estas operaciones desde  marzo de 2008 a través de un  CCLIP (PR-X1001)  por US$150 millones. A diciembre del 2013 se ha ejecutado el primer programa bajo la línea (PR-L1024) y se encuentra en ejecución el segundo programa (PR-L1032).]  [24:  	A diciembre 2013 realizó  una sola  emisión que salió con tasas basadas en inflación más dos puntos porcentuales con un tope de 9,5%.  ] 


Cuadro 4.3 Evolución de Aprobaciones de Créditos  para Vivienda por la AFD
                      
	Período

	Aprobaciones US$
	Número de Beneficiarios

	2006
	642,236
	12

	2007
	9’264,849
	325

	2008
	27’772,658
	899

	2009
	17’216,599
	525

	2010
	37’819,398
	1125

	2011 
	47’731,696
	1058

	2012 
	37’529,864
	1321

	2013 (hasta nov)
	67’286,173
	1519

	Total
	245’263,472
	6824


               Fuente: Agencia Financiera de Desarrollo  

El impacto de la AFD es relativamente pequeño si se compara sus operaciones de vivienda con las necesidades de financiamiento de las familias, pero es alto cuando se mide en términos de su importancia en el crédito hipotecario total del país. Lamentablemente no se puede comparar las cifras de la Superintendencia de Bancos con las de la AFD ya que las primeras se refieren al stock de créditos a una fecha mientras que la AFD sólo tiene estadísticas de créditos aprobados y no de los saldos corrientes. A manera de referencia, a octubre de 2013 sólo había 13,250 deudores con créditos de vivienda otorgados por el sistema financiero y la AFD había otorgado 6,824 créditos  a través del sistema financiero y de cooperativas. Estas cifras muestran que los créditos financiados por la AFD representan un porcentaje importante de los créditos hipotecarios para vivienda otorgados en el país, aunque no se pueda medir en forma precisa esta participación.  No se tiene información sobre el costo de las viviendas financiadas ni sobre el perfil socioeconómico de los beneficiarios de estos créditos. Cabe resaltar que los montos topes bajo cada programa se refieren al monto de financiamiento y no al valor de la vivienda a financiar. En el caso del Programa Mi Casa donde no hay un tope en los ingresos familiares, es posible que los bancos otorguen un crédito en condiciones concesionales a familias de altos ingresos que pueden complementar dicho crédito con créditos complementarios del propio banco y con sus ahorros. Entre el 2009 y 2013 el 82% de los créditos fueron intermediados a través de bancos y financieras y el 18% a través de cooperativas. No se tiene el detalle de la desagregación del total de créditos otorgados desde el año 2006.    

Cuadro 4.4: Evolución Beneficiarios y Monto Promedio Aprobado por Programa de AFD 

	
	Programa Mi Casa
	Programa Mi Primera Casa

	
	Beneficiarios
	Crédito Prom (US$)
	Beneficiarios
	Crédito Prom      (US$)

	2006
	11
	31112
	
	

	2007
	325
	28507
	
	

	2008
	896
	30827
	
	

	2009
	414
	34465
	96
	24162

	2010
	782
	38262
	328
	21798

	2011
	795
	48992
	277
	28023

	2012
	629
	48385
	178
	29871

	2013 (nov)
	1176
	47988
	303
	29973


Fuente: Agencia Financiera de Desarrollo

Cuando se analiza los montos promedio por crédito aprobado con fondos de la AFD bajo los dos programas, se aprecia claramente que los créditos se están destinando a familias de clase media o media alta en el país.  El monto aprobado por crédito promedio bajo el Programa Mi Casa ha ido aumentando a lo largo de los años y está alrededor de US$48,000 mientras que en el caso del Programa Mi Primera Casa está alrededor de US$29,000. La cuota mensual para un crédito de US$48,000 a 20 años y 11% de interés asciende a US$500. En el caso de un crédito de US$29,000 en los mismos términos, la cuota asciende a US$300.   En ambos casos se deja afuera a gran parte de la población ya que sólo familias en los tres deciles superiores tienen la posibilidad de asumir cuotas de esa naturaleza (ver Cuadro 6.5).  

La AFD estima que en el año 2014 tiene la capacidad de otorgar alrededor de US$55 millones de créditos para vivienda. Esta es una cifra inferior a la otorgada en el último año.  La limitación que tiene es la disponibilidad y condiciones de los fondos que puede obtener, tanto en el mercado internacional como en el local.  Es claro que para que la AFD pueda otorgar créditos hipotecarios anualmente por montos encima de US$ 50 millones tendrá que ver la forma de obtener recursos en los mercados financieros que le permita seguir ofreciendo créditos en estas condiciones.  

B. Crédito de las Cooperativas

Paraguay tiene un sector cooperativo relativamente desarrollado. Existe un total de 1040 cooperativas en Paraguay, todas reguladas por el Instituto Nacional de Cooperativismo (INCOOP). No todas las cooperativas remiten su información oportunamente. El análisis que se presenta se basa en información recibida del INCOOP que se basa en 457 cooperativas, la que incluye las más importantes.  Como en otros países se puede distinguir entre cooperativas de ahorro y créditos, cooperativas de producción y otras. En cada grupo las cooperativas se dividen según su tamaño en cooperativas Tipo A, B y C. 

Las cooperativas más grandes e importantes son las cooperativas de ahorro y crédito Tipo A (activos por encima de G. 500 mil millones o US$ 111 millones). A fines del 2012 había 27 cooperativas de ahorro y crédito tipo A, las que tenían 986,029 socios, lo que representaba el 93.4% del total de asociados en todos los distintos grupos de cooperativas. Estas 27 CACs manejaban activos por G. 7,349 millones y préstamos por G. 5,827 millones. Algunas de estas CACs son clientes de la AFD, lo que les permite otorgar créditos bajos los Programas Mi Casa y Mi Primera Casa.

Aparte de la CACs que otorgan préstamos de vivienda a sus socios, existen Cooperativas de Vivienda, varias de ellas agrupadas en la Central de Cooperativas de Vivienda (17) que tienen el propósito de apoyar a sus socios para buscar una solución habitacional, muchas veces trabajando directamente con SENAVITAT.  Por otro lado existen alrededor de 30 cooperativas pequeñas que incluyen “vivienda” en su denominación, pero que sin embargo se dedican a la captación y colocación de dinero.

A octubre de 2013 el saldo total de créditos de vivienda de las 24 CACs tipo A que otorgan ese tipo créditos ascendió a G. 615,189 millones (equivalente a US$137 millones). El crédito para vivienda constituye el 10% del crédito total de las CACs tipo A. Había 21,290 socios con créditos de vivienda de las CACs tipo A. 66% del saldo de créditos era con plazos mayores a 5 años y 22% con plazos entre 2 y 5 años. Las CACs tipo B también otorgan crédito para vivienda, aunque su importancia relativa es menor (alrededor del 10% del saldo de créditos de vivienda y deudores que el de las CACs tipo A).  

Es claro que las CACs constituyen una importante fuente de financiamiento para vivienda en Paraguay. A octubre de 2013 las tasas de interés anuales efectivas para créditos de vivienda fluctuaban entre 12.7%% y 32.8%%, con un promedio ponderado de 21.1%. Una parte de estos créditos se financia con recursos de la AFD, son créditos hipotecarios para vivienda con hasta veinte años de plazo, y llega a los clientes con tasas entre 10.5 y 11.5%; y el resto se financia con recursos propios y se presta a los clientes a plazos más cortos (hasta 60 meses), sin garantía hipotecaria y con tasas cercanas al 32% anual.  

Aparte de los créditos con garantía hipotecaria financiados a través de la AFD, las CACs también otorgan financiamiento de vivienda con sus recursos propios. Algunos de estos créditos son con garantía hipotecaria y otros no. En el caso de los créditos sin garantía hipotecaria por montos bajos (alrededor de US$1,000) el financiamiento es por plazos hasta 24 meses y se usa para refacción o ampliación de vivienda. No existe información detallada sobre la magnitud de estos créditos porque no se clasifican como créditos de vivienda sino dentro del rubro créditos de consumo. Estos créditos son lo que se denomina microfinanciamiento para vivienda (MFV). EL MFV consiste en crédito de corto plazo destinado a la construcción de vivienda en forma progresiva y es muy utilizado por familias de ingresos bajos para complementar sus ahorros para implementar proyectos de mejoramiento o ampliación de sus viviendas.  

A pesar de la importancia del sistema cooperativo en el país, el Fondo Monetario Internacional y Standard & Poor’s, en sus últimas evaluaciones del país, mencionan que se requiere fortalecer su marco de regulación, ya que se encuentran menos regulados y supervisados que las entidades del sistema financiero y tienen requerimientos de provisiones más débiles que las de los bancos y financieras.  
 
C. Crédito de Vivienda de Instituciones de Microfinanzas

Los oferentes de servicios microfinancieros son organizaciones de diverso tipo, entre las que se encuentran las cooperativas, bancos, financieras, fundaciones, así como organizaciones y  programas del gobierno. A dichos oferentes se les llama Instituciones Microfinancieras o de Microfinanzas (IMF), algunas de las cuales sólo tienen clientes microempresarios y otras atienden también a otros clientes. Las IMFs otorgan microcrédito de distinto tipo incluyendo crédito a microempresarios en negocios comerciales, de servicios y agrícola. Algunas de estas entidades también otorgan microfinanciamiento de vivienda a sus clientes para construcción, ampliación o mejoramiento de sus viviendas. 

El estudio de microcrédito encargado por la Red de Microfinanzas realizó una encuesta a una muestra de 12 IMF (las cuales son las más grandes y representativas en este sector e incluye a la totalidad de las 10 instituciones afiliadas a la Red) con el propósito de  conocer la situación y perspectivas de los oferentes de servicios microfinancieros.[footnoteRef:25] Las instituciones encuestadas declararon un saldo de cartera de microcréditos por un total de Gs. 2.3 miles de millones (USD 556 millones), colocado en 309,351 clientes, lo que arroja un saldo de micro crédito promedio de Gs. 7.5 millones (USD 1,800). La red física de las 12 IMF encuestadas es de 500 locales a lo largo y ancho de la geografía del país, con 317 agencias de atención directa y 183 corresponsales no bancarios.  [25:  	“Oferta y Demanda de Microfinanzas con Alcance Rural en el Paraguay” preparado por SIC Desarrollo para la Red de Microfinzazas en Paraguay en mayo de 2013. Estas instituciones incluyeron: (i) dos bancos (Familiar y Visión), (ii) dos financieras  (Interfisa y El Comercio), (iii) cinco cooperativas (San Juan Bautista, Nazareth, Medalla Milagrosa, Ayacape y Mercado 4), y (iv) y dos ONGs (Fundación Paraguaya y Fundación Microsol).  ] 


Si bien los créditos son a sola firma (de contrato y pagaré, principalmente), la co-deudoría es el tipo de garantía más utilizado en el sistema, mientras que existe un bajo porcentaje de las entidades solicita garantía hipotecaria y, en algunos casos, prendaria. La tasa mínima de interés nominal se ubicaba en 2010 entre el 17% y el 25%, mientras que la tasa máxima de interés nominal se ubicaba entre el 23% y el 30%, todo dependiendo del tipo de entidad y de crédito. 
En materia de regulación Paraguay se encuentra entre los países con entornos más amigables para las microfinanzas, según lo recoge el informe Microscopio 2011[footnoteRef:26]. Este estudio identifica que el Banco Central del Paraguay (BCP) está activamente intentando fomentar el desarrollo del sector de las microfinanzas, mejorando la regulación y promoviendo la innovación. Paraguay se encuentra en el décimo puesto entre 54 países a nivel mundial en materia de marco de regulación y supervisión nacional de las microfinanzas y 5to a nivel de América Latina (siendo sólo superado por Perú, Bolivia, El Salvador y Ecuador). [26:  “Microscopio global sobre el entorno de negocios para las microfinanzas 2011” Economist Intelligence
Unit. FOMIN, BID, CAF, Banco de Desarrollo de América Latina y el Fondo Fiduciario de Asistencia
Técnica de los Países Bajos.] 

Por su parte, otros organismos también están llevando a cabo actividades de fomento en el ámbito regulatorio, como el Instituto Nacional de Cooperativismo (INCOOP), quien incrementó las exigencias de información para las cooperativas, las que deben presentar informes mensuales sobre los indicadores de suficiencia y niveles de deuda, propiciando la transparencia del sector.
En cuanto a microfinanciamiento para vivienda, la información es escasa, pero algunas IMF otorgan créditos a sus clientes que puede ser considerado MFV. La mayor parte de los créditos son para refacciones o modificaciones de viviendas existentes. Algunas financieras como Interfisa y Financiera El Comercio tienen programas de ese tipo. Los que se pueden denominar MFV son operaciones con plazo de hasta 36 meses. Ya se mencionó que las CACs también otorgan este tipo de financiamiento a sus asociados.  
Visión Banco también tiene una experiencia interesante con un programa de MFV con fondos de Citibank y garantía del Oportunidades para la Mayoría del BID. Este programa se describe en detalle en la siguiente sección. Los créditos para MFV de Banco Visión tienen asistencia técnica constructiva contratada con Hábitat para la Humanidad que cobra 15% del costo directo de la obra (material y mano de obra). Este porcentaje puede parecer alto, pero Hábitat garantiza que se construya al valor presupuestal y la calidad de la construcción, asumiendo el costo de resolver cualquier problema constructivo que se presente. Hace tres visitas a la obra por cada proyecto. Es un programa dirigido a familias con ingresos entre 2 y 5 SM. Otras instituciones como Financiera Comercio y varias cooperativas de ahorro y crédito también ofrecen créditos de vivienda a clientes con ingresos debajo de 5 SM.   
Por otro lado Hábitat también ofrece MFV para familias con ingresos debajo de 5 SM. Son créditos con plazos que llegan hasta 5 años por montos de hasta G. 15 millones (alrededor de US$3500), sin intereses pero con ajuste del saldo a pagar en función de incrementos en el salario mínimo legal. En los primeros seis meses de 2013 colocaron 525 créditos y tienen una meta de 1200 créditos (incluyendo los créditos que otorga Visión Banco). 
El Programa de Visión Banco con Hábitat

En 2010, se formaliza una alianza entre Visión Banco y Hábitat para la Humanidad Paraguay, mediante el proyecto “Juntos por tu hogar” con el fin de mejorar las condiciones de vivienda de 500 familias al término de los 3 años de acuerdo. Los objetivos específicos del programa fueron: (i) atender gradualmente a 150 familias en los dos primeros años y 200 adicionales en el tercera año, a través de créditos con garantía solidaria y/o a sola firma en los departamentos de Central, Cordillera y Presidente Hayes[footnoteRef:27], para la construcción, refacción o mejora de sus viviendas; (ii) capacitar e involucrar a las familias en educación financiera y autoconstrucción asistida (ayuda mutua) y (iii) brindar asistencia técnica para la implementación constructiva de las viviendas familiares. [27:  	Se amplió las zonas de intervención agregándose Concepción, Coronel Oviedo, Encarnación y actualmente iniciando trabajos en Ciudad del Este.  Esto teniendo en cuenta las zonas declaradas como emergencia habitacional, y la alta demanda de financiamiento para la construcción.
] 


El producto es financiamiento destinado al acceso a la vivienda social para la construcción de viviendas nuevas o al mejoramiento de la existente, destinado a familias con ingresos mensuales de entre $414 y $1.658. El monto máximo del financiamiento es de Gs. 50 millones y a 7 años de plazo, con una tasa de interés del 16% anual, mediante garantía solidaria o a sola firma. Se destina a familias que tienen la necesidad de construir una vivienda nueva o mejorar, ampliar o refaccionar la existente, con una tasa preferencial y con un mínimo de requisitos. En esta alianza Visión Banco ofrece el financiamiento necesario a las familias según condiciones y parámetros financieros, en tanto Hábitat para la Humanidad Paraguay brinda servicios de asistencia técnica constructiva, administración de los fondos para una adecuada gestión del crédito otorgado, capacitación en educación financiera y autogestión constructiva, además de la movilización de voluntarios. 

En los primeros tres años de implementación del proyecto “Juntos por tu Hogar” se ha consolidado la iniciativa como resultado del trabajo coordinado entre ambas instituciones. Se logró superar la meta inicial de atender a 500 familias logrando finalmente mejorar las condiciones de vivienda de 633 familias, alcanzando así el 126,4% de efectividad. Se otorgaron un total de 905 créditos (de los cuales 202 resultaron fallidos por distintos motivos) y se han desembolsado 633 créditos por un monto total equivalente a US$5.8 millones. El crédito promedio ascendió a aproximadamente US$9000. 

El perfil de las familias beneficiarias es el siguiente: (i) personas físicas residentes y radicadas en el país, clientes o no clientes y funcionarios de Visión Banco con actividad laboral de por lo menos 3 años, preferentemente entre 25 y 60 años, domiciliados tanto en zonas urbanas como rurales; (ii)  casados o concubinados, con hijos; (iii)  pareja de recién casados, sin hijos; (iv) madres solteras; (v) personas solteras que tengan un familiar en dependencia; (vi)  propietario de un inmueble no pagado o en proceso de pago de al menos el 25%, para acceder a un nivel 1, 35% para nivel 2 y 50% para nivel 3; (vii) el ingreso familiar no debe superar los 4 salarios mínimos y (viii) el solicitante debe tener la necesidad de la vivienda solicitada. La composición actual de los clientes era la siguiente: (i) 21.2% microempresarios e informales y 78.8% asalariados (dependientes; (ii) 57.7% masculino y 42,3% femenino; y (iii) 43% de las familias viviendo en alquiler, 32% en vivienda familiar ampliada, 6% en vivienda prestada.

En cuanto al perfil de los beneficiarios por ingreso: (i) 39%  de las familias con ingreso de Gs, 3.4  a Gs. 5 millones (2 a 3SM), (ii) 33% de las familias con ingreso entre Gs. 5 y 6.8 millones (3 a 4SM), (iii) 22% de las familias con ingreso de Gs. 1.7 a Gs. 3.4 millones (1 a 2 SM),  (iv) 4% de las familias con ingreso de Gs.1 a Gs. 1.7 millones (hasta 1 SM) y (v) 3% de las familias con ingreso de más de Gs. 6.8 millones (encima de 4 SM), siendo la ocupación principal en  empresas privadas. 

El 62% del financiamiento fue para viviendas nuevas y 38% para mejoramiento o ampliación de viviendas. Los productos constructivos ofrecidos incluían a la vivienda Tipo 1 (Unidad Básica de Vivienda) de 24 m2, la vivienda Tipo 2 (Vivienda Progresiva) de 37 m2 y la vivienda Tipo 3 (Vivienda Progresiva) de 49 m2 y Refacciones, ampliaciones o mejoras. 

Este exitoso esfuerzo conjunto entre una IMF y una ONG especializada en construcción de vivienda popular, sin bien todavía pequeño en cuanto a alcance, constituye un ejemplo de que es posible trabajar en soluciones habitacionales de vivienda progresiva dirigidas a poblaciones de menores ingresos. Se puede utilizar esta experiencia como la base para desarrollar un producto más focalizado en los niveles más bajos de ingresos aún,  que combine el ahorro familiar con un subsidio directo a la demanda, que no existía en este caso, y con la participación de un mayor número de IMFs.  Considerando que la mayor parte del déficit habitacional es de tipo cualitativo y se concentra en las familias de más bajos ingresos, sólo se tendrá un impacto grande en la reducción del déficit si los escasos recursos se concentran en ese segmento de la población, donde se puede beneficiar a más familias con intervenciones unitarias de menor costo.     

D. Conclusiones sobre el Financiamiento de Vivienda

La captación de recursos en el sistema financiero es de corto plazo, por lo que no existen fondos de largo plazo que pueden ser destinados a financiar vivienda. Esto se debe a la inexistencia o al desarrollo incipiente de inversionistas institucionales con necesidad de hacer inversiones de largo plazo (administradoras de fondos de pensión o compañías de seguro de vida). Paraguay no ha implementado reformas en sus sistemas pensiones para promover la privatización de la administración basada en la acumulación de fondos en cuentas individuales bajo un sistema que incentiva la buena administración de los fondos y su acumulación en el tiempo, permitiendo que se constituyan importantes “pools” de recursos para invertir en instrumentos financieros de largo plazo, como ha ocurrido en otros países de la región. Por otro lado las distintas instituciones que administran pensiones como el Instituto Paraguayo de Seguridad Social y las Cajas que administran pensiones para determinados tipos de empleados que no contribuyen al IPSS sino a sistemas pensionarios diferentes, no están supervisadas por un supervisor idóneo que establezca políticas de inversiones y normas actuariales que ayuden a desarrollar el mercado de capitales del país.   

El país también se ha visto afectado en el pasado reciente por distintos grados de inestabilidad macroeconómica y experimentó una crisis bancaria muy grande a principios de la década pasada, la cual crea condiciones poco favorables para estar dispuesto a tomar riesgos de largo plazo, tanto en lo referente a créditos como a inversiones. En este contexto es muy difícil que se desarrolle un mercado primario activo de crédito hipotecario, por lo que no sorprende el incipiente desarrollo de éste en Paraguay. 

La mayoría de bancos ve con interés el negocio de créditos hipotecarios, aunque considera que la falta de recursos de largo plazo y la poca capacidad adquisitiva de la población atentan contra su desarrollo. En ese sentido, ven como algo positivo que el Gobierno esté analizando alternativas de esquemas de subsidio directo para facilitar el acceso al crédito hipotecario de población de menores ingresos y el desarrollo de líneas de financiamiento o de redescuento de largo plazo para resolver el problema de descalce de plazos. Varios  bancos participan en el negocio de créditos hipotecarios, pero no lo han considerado como un negocio con un gran potencial de crecimiento.  Esta situación podría cambiar si ven que el Gobierno presenta una política coherente y seria de apoyo al sector vivienda en el país. 

Se encontró también que no existe suficiente información sobre los créditos hipotecarios de vivienda con el detalle que se requiere para hacer un buen análisis, ya que las estadísticas que publican las distintas entidades supervisoras no desagregan dicha información. Los boletines del BCP con información que procesa la SB no incluyen información sobre los créditos para la vivienda, mucho menos detalles sobre las características de los créditos (por monto, clase socioeconómica, tasa de interés y plazo) y tampoco presenta información desagregada de la morosidad de dicha cartera. No hay información pública sobre el stock de créditos hipotecarios o sobre el número total de deudores hipotecarios. 

Es indispensable mejorar la calidad y disponibilidad de la información sobre créditos hipotecarios. Esto se podría hacer simplemente si la SB emitiera una circular  estableciendo la obligatoriedad de que los intermediarios financieros entreguen información más desagregada de los créditos hipotecarios, considerando aspectos como: los tipos de créditos hipotecarios otorgados y montos; los términos de los créditos incluyendo la estructura de la cartera por plazos y tasas de interés; información sobre la calidad de los créditos; información sobre los ingresos familiares del tomador de crédito;  y la antigüedad de la mora, entre otra. La disponibilidad de información fidedigna sobre la situación crediticia de los clientes potenciales es crítica no sólo para originar créditos en el mercado primario sino también posteriormente para su venta en un mercado secundario (cuando éste se desarrolle).

También se encontró que en Paraguay, al igual que la mayoría de los países de la región no se ha estandarizado el “lenguaje de los créditos hipotecarios”. Esto implica que los términos que se utilizan tanto en los contratos hipotecarios como en la información sobre créditos hipotecarios no son homogéneos. La estandarización permitiría que se pueda comparar la información que se tenga sobre la cartera de créditos, lo que en un futuro puede facilitar el desarrollo de un mercado secundario. Esto no significa que todos los créditos sean iguales, pero sí que todos los préstamos sean comparables. La combinación de normas de estandarización con la existencia de carpetas detalladas y completas sobre los créditos sería  fundamental para los inversionistas interesados en un mercado secundario. 

Otra tema de preocupación con respecto al crédito hipotecario otorgado por los bancos en Paraguay es que con excepción de aquella parte de los préstamos que redescuentan con la AFD, el  resto de los créditos hipotecarios de vivienda están siendo financiados asumiendo riesgos de descalce de plazos. Los bancos están financiando créditos a 15 o 20 años con recursos de corto plazo. Si bien los créditos se otorgan a “tasa variable” que el banco puede variar a su libre potestad, siempre existe el riesgo de que ante alzas muy súbitas en las tasas, el banco no las pueda trasladar a sus clientes o lo que es peor, que los clientes no estén en capacidad de servir la deuda a las nuevas tasas. 

Por lo tanto, se sugiere  que el BCP a través de la SB realice un estudio sobre la estructura de la cartera de crédito hipotecario de los bancos y analice la exposición a un descalce en los términos de sus activos y pasivos. Un descalce de plazo puede llevar a un riesgo de liquidez o a un riesgo de tasa de interés. Estas instituciones, igual que otras en América Latina, están expuestas a altos riesgos de liquidez a causa de la escasez de fondos institucionales a largo plazo (tales como fondos de jubilación e inversiones de empresas de seguros de vida), y de verse obligadas a usar depósitos a corto plazo para préstamos hipotecarios a largo plazo. Además, se debería de emitir una norma que requiera que los bancos establezcan tasas variables en función de alguna tasa que se pueda determinar y verificar en el mercado, para evitar que éstas puedan variarse a libre albedrío. 

El tema de demoras en la ejecución de deudores morosos fue mencionado por varios banqueros como un problema potencial. Sin embargo, no todos los banqueros demostraban la misma preocupación sobre el tema. Dejó la impresión que en un contexto en que recién se  empieza a desarrollar los créditos hipotecarios, no se veía esto como un problema serio. También es evidente la falta de un análisis detallado de demanda que precise la magnitud de los problemas a distintos niveles de ingreso y que a su vez intente cuantificar la demanda efectiva de vivienda por rango de precio de vivienda y capacidad de pago. Es común escuchar sobre los déficits de vivienda en el país, pero no se diferencia entre demanda potencial y demanda efectiva. El término déficit de vivienda se debe relativizar no sólo en función de las necesidades de una vivienda con características mínimas sino también con respecto a la capacidad de acceder a distintos tipos de vivienda. Este tipo de información permitiría focalizar mejor la política de vivienda y de subsidios.

La experiencia exitosa, del programa conjunto de Banco Visión y Hábitat de la Humanidad para financiar vivienda para familias de menores ingresos, si bien todavía pequeño en cuanto a alcance, constituye un ejemplo de que es posible trabajar en soluciones habitacionales de vivienda progresiva dirigidas a poblaciones de menores ingresos. Se puede utilizar esta experiencia como la base para desarrollar un producto que se focalice en las familias en los tres deciles de ingresos más bajos de la población, combinando el ahorro familiar con un subsidio directo a la demanda, que no existía en este caso, y con la participación de un mayor número de IMFs.    






V. Organización y Regulación del Sector Vivienda 

A. Marco Institucional y Legal

La Secretaría Nacional de la Vivienda y el Hábitat (SENAVITAT) es la entidad rectora de estas materias. La SENAVITAT) se creó en el 2010  mediante Ley Nº 3.909/10 reemplazando al Consejo Nacional de la Vivienda (CONAVI) como ente rector del sector.  La ley de SENAVITAT, en el artículo 2°, establece como objetivo “la gestión e implementación de la política del sector habitacional y su correspondiente infraestructura de servicios básicos, viales y transporte, que permita el acceso universal a la vivienda digna a través de planes y programas que favorezcan especialmente a las familias de escasos recursos, en el marco de las políticas socioeconómicas del Gobierno Nacional, con el fin de disminuir el déficit habitacional; para mejorar la calidad de vida de los habitantes de la República del Paraguay”.

El Instituto Paraguayo de Vivienda y Urbanismo (IPVU)  creado por Ley Nº 970/64, fue la primera institución destinada a atender las necesidades habitacionales de la clase media y media baja, con numerosos proyectos construidos.  El IPVU se desactivó en el 1992 debido a la superposición de objetivos y funciones con el CONAVI, creado por Ley Nº 118/90 como entidad autárquica con el objeto de fijar la política nacional de la vivienda, en el marco de las políticas macroeconómicas y del Plan Nacional de Desarrollo. SENAVITAT absorbió al IPVU y al Banco Nacional de la Vivienda. Sin embargo, bajo su gestión no se ha logrado impulsar un plan de carácter nacional y con temporalidad de largo plazo. Por otra parte, ante la proliferación de instituciones del Estado construyendo para los mismos estratos sociales, surgió la necesidad de contar con una entidad rectora y responsable de las políticas públicas habitacionales del país, que permita el ordenamiento y control de toda esta actividad, para lo que fue creada la SENAVITAT. Esta institucionalidad amplía el enfoque y el objeto de la acción estatal, incorporando el concepto de “hábitat”.

La nueva Ley Orgánica Municipal 3966/10, promulgada en el mismo año que la Ley de la SENAVITAT, establece la obligatoriedad del Plan de Desarrollo Sustentable del Municipio (PDSM) y del Plan de Ordenamiento Urbano Territorial (POUT), mandato de difícil cumplimiento para las 245 municipalidades, cuya mayoría carece de equipos técnicos para planificar y aplicar las acciones previstas, así como de capacidad financiera para contratar apoyo externo. La debilidad institucional de las gobernaciones y las municipalidades en materia de planes de desarrollo y ordenamiento territorial limita aún más la ejecución de los programas y proyectos de la SENAVITAT. Debe destacarse, en este marco, que la STP impulsa el “Plan Marco Nacional de Desarrollo y Ordenamiento Territorial del Paraguay”, a los efectos de alinear los diferentes planes de desarrollo, territoriales, estratégicos, institucionales y sectoriales.

El PLANHAVI plantea como objetivo estratégico crear el Sistema Nacional del Hábitat y la Vivienda (SISNHAVI), a través del cual se articulen, con visión integral, los planes, programas y proyectos nacionales que afectan al hábitat y la vivienda, mejore la calidad de la gestión pública y favorezca el protagonismo de los actores públicos y privados. El SISNHAVI sería el instrumento de coordinación entre instituciones públicas que intervienen en materia de hábitat y vivienda, tanto a nivel horizontal, o sea, entre las diferentes instituciones públicas del gobierno nacional; como a nivel vertical, entre éstas y los gobiernos departamentales y locales. Se debe analizar si es necesario crear el SISNHAVI. Parece que sería mejor fortalecer las facultades y capacidades de la SENAVITAT para que realice estas tareas de coordinación directamente y así evitar una nueva instancia burocrática. 

SENAVITAT maneja nueve programas de vivienda, siendo el más importante el Fondo Nacional de Vivienda Social (FONAVIS), creado en el 2009 bajo la Ley 3.637/9, el cual recibe los mayores recursos del  presupuesto nacional. Todos estos programas se describen en el siguiente capítulo. Aparte de la Ley del SENAVITAT y de la Ley del FONAVIS, varios de los otros programas también tienen leyes propias de creación. Además de los programas administrados por SENAVITAT, el Gobierno apoya al sector vivienda a través de la Agencia Financiera de Desarrollo (AFD), institución multisectorial pública de segundo piso, que redescuenta créditos otorgados por el sistema financiero, incluyendo créditos de vivienda dirigidos a familias de clase media.  Más adelante se explican los dos programas que administra.  

B. Presupuesto de la SENAVITAT 

El presupuesto asignado a SENAVITAT ha crecido fuertemente desde su creación en el 2009. Ese año se le asignó un presupuesto equivalente a US$28.3 millones mientras que en el 2013 recibió US$135 millones. La institución ha tenido serios problemas para ejecutar el presupuesto asignado, con cumplimientos en su ejecución que han variado entre 79% en el 2010 y 49% en el 2012.  No se pudo obtener la cifra de ejecución presupuestal del 2013 porque la información está en proceso.  

El presupuesto de la SENAVITAT para el año 2013 asciende a US$ 135 millones, lo que no sería una cifra insignificante si la mayor parte de este se invirtiera en los programas de vivienda y no en gasto corriente (incluyendo remuneraciones al personal, gastos en maquinarias y equipos, combustible, gastos de oficina, resultantes del tipo de programas de vivienda que administran). Sería interesante hacer un análisis del costo unitario de las soluciones habitacionales que produce anualmente SENAVITAT, pero no se pudo obtener la información necesaria. Estimamos que el costo presupuestal por solución habitacional es muy alto, lo que resultaría de las ineficiencias de la institución, de su gran carga laboral y de la forma de administrar los distintos programas de vivienda. Sobre la base de la información de soluciones habitacionales de FONAVIS en el 2013 (2,700 unidades) y el hecho de que ese Programa constituyó alrededor del 80% del gasto en vivienda en dicho año, podemos extrapolar y estimar que SENAVITAT produjo alrededor de 3,500 soluciones habitacionales. Si asumimos una ejecución presupuestal del 50%, el costo presupuestal por solución asciende a US$20,000, lo que sería una cifra muy alta.  

               
 Cuadro 5.1: Evolución del Presupuesto de SENAVITAT

	
	Presupuesto (US$ millones)
	Ejecución Presupuestal (US$ millones)
	Porcentaje ejecución

	2009
	28.3
	15.0
	52.9

	2010
	29.5
	23.4
	79.2

	2011
	93.6
	55.6
	59.3

	2012
	136.3
	66.1
	48.5

	2013
	135.0
	n.d.
	n.d.


                   Nota: Las cifras se convirtieron a dólares usando el T.C. de mitad de año. 
                   Fuente: Cálculos del Autor con información de SENAVITAT

No es sencillo hacer un análisis del presupuesto de SENAVITAT por tipo de gasto, ya que la forma que se asigna el presupuesto es por programa de administración o de acción o inversión, y en cada uno de estos se cuantifican por separado rubros de personal, gastos corrientes y otros. SENAVITAT no hace un análisis que le permita determinar la eficiencia de sus programas y el monto del presupuesto finalmente llega a las familias beneficiarias en la forma de una solución habitacional.  Se estima que la entidad gasta alrededor de US$12.6 millones al año en gastos de personal (incluyendo el costo del personal nombrado y contratado y el de los que laboran bajo la forma de servicios técnicos y profesionales para los distintos programas). Ese monto es sumamente alto. No se pudo obtener información agregada sobre la ejecución del presupuesto durante el año 2013 para comparar lo presupuestado con lo ejecutado. 

C. Capacidades de la SENAVITAT

SENAVITAT es una institución débil que presenta problemas de distinta índole. Tiene deficiencias en tecnología de sistemas y requiere una modernización casi total de su equipo y aplicativos; particularmente considerando la creciente demanda por sus recursos para la atención de los distintos programas de subsidios y el crecimiento de la demanda de soluciones habitacionales y de permisos de construcción, y su relación con otras entidades que participan en el sector.  

A principio del 2014 SENAVITAT tenía 605 empleados entre permanentes  y contratados. De estas posiciones 342 o 57% están cubiertas por funcionarios permanentes en la planilla y 263 por empleados contratados temporales. La mayor parte de los empleados tiene un perfil administrativo, de servicio o de personal de apoyo sin formación profesional. De los 342 empleados permanentes, un 58% no tiene título universitario (198 empleados). En el caso del personal contratado, la situación es más dramática, donde 70% de los empleados no tienen un título universitario. Esta insuficiencia de personal calificado explica las debilidades de gestión a lo largo de las distintas áreas de la entidad y ha impedido la adecuada supervisión y fiscalización de las obras que manda construir por licitación. Estos problemas aumentan al carecer la entidad de un sistema informático integral y de las herramientas para una adecuada gestión del sector, incluyendo un sistema de información, un registro único de beneficiarios y un sistema automatizado para la selección de beneficiarios. 

No hubo oportunidad de realizar un análisis detallado del funcionamiento de las distintas áreas, pero se entrevistó a los principales directores y las falencias de capacidades y recursos son evidentes en todas ellas. Una falencia importante es la limitada capacidad para realizar un buen planeamiento sectorial debido a deficiencias en los sistemas de información gerencial y a las limitaciones del recurso humano.  Otro problema serio de la institución es la limitada capacidad técnica en aspectos críticos como planificación y diseño y gestión de programas.  

El Ministro a cargo de la SENAVITAT es consciente de los problemas y ha conformado un equipo de trabajo de 15 funcionarios para delinear mecanismos operativos para la implementación del denominado Master Plan 2014, el cual intenta redefinir programas, procesos, y fuentes de  financiamiento, entre otros. Es evidente que hay mucho por hacer ya que SENAVITAT tiene limitaciones en sus capacidades analíticas para calcular los déficits habitacionales de manera más desagregada, para analizar el impacto social de los distintos programas de vivienda y para mantener actualizada la información sobre los requerimientos de vivienda en el país.  Tampoco dispone de  un sistema de información gerencial automatizado y centralizado que incluya una base de datos completa con información de sus distintos programas, costos, beneficiarios que facilite el análisis y permita comparar la evolución de los programas en el tiempo y su impacto. Asimismo, no existe la capacidad para realizar estudios sectoriales concernientes a variables clave como oferta y demanda de vivienda, costos de construcción, informalidad de la propiedad, acceso a tierra y a  servicios públicos, acceso al financiamiento hipotecario, impacto y efectividad de los programas de vivienda del país, entre otros.  

SENAVITAT no tiene información precisa sobre el número de viviendas que se construye en el país e incluso no tiene información ordenada sobre el número de soluciones habitacionales entregadas a los beneficiarios bajo los distintos programas. Las cifras del cuadro son bastante agregadas y se obtuvieron del PLANHAVI que se preparó en el 2011. La entidad debe trabajar más de cerca con estos gremios para elaborar una estadística sobre la oferta de vivienda y la incluya en su página web para fomentar una mayor competencia en el mercado. También se sugiere que la SENAVITAT coordine  con la Cámara de la Construcción y de desarrolladores de vivienda para buscar que se mejore la calidad y cantidad de información sobre las empresas que trabajan en la industria. 

Los principales funcionarios de la institución coinciden en la necesidad de fortalecer institucionalmente a la entidad. Los esfuerzos se tienen que orientar a distintas áreas incluyendo aspectos como fortalecer las capacidades para diseñar, evaluar y planear la política de vivienda y urbanismo del país y los distintos programas de vivienda. También se requiere mejorar la administración del registro de beneficiarios y la selección de beneficiarios para asegurar una mejor focalización de los programas. A pesar de los cambios legales e institucionales que han ocurrido en el sector de vivienda en los últimos años, éste no ha tenido capacidad para diseñar e implementar políticas de vivienda que ayuden a resolver el problema de la vivienda de las familias de escasos recursos del país. 


VI. PRINCIPALES PROGRAMAS DE VIVIENDA

A. Introducción
SENAVITAT administra los siguientes programas de vivienda: (i) Fondo Nacional de la Vivienda Social (FONAVIS), (ii) VY’A RENDA, (iii) Pueblos Originarios, (iv) Viviendas Económicas, (V) Coordinadora Ejecutiva para la Reforma Agraria (CEPRA), (vi) Crédito Hipotecario, (vii) Fondo de Créditos para Cooperativas (FONCOOP), y (viii) MERCOSUR RÓGA-FOCEM. Aparte de estos ocho programas de vivienda tiene un programa de mejoramiento de barrios y un esquema llamado Mi País, Mi Casa que busca facilitar el acceso a una solución habitacional a los connacionales repatriados a través de los ocho programas de vivienda antes mencionados.  La mayor parte de estos programas tienen una escala muy reducida, no están bien estructurados, y por tanto no han tenido los resultados esperados.
Los distintos programas de subsidio se administran bajo los lineamientos del “Reglamento General de FONAVIS y de Otros Programas Habitacionales” aprobado por Resolución 2923 de SENAVITAT del 30 de diciembre de 2011 y por el “Reglamento para la Evaluación Social de postulantes al FONAVIS”. A pesar de que estos reglamentos son bastante generales, funcionarios de SENAVITAT mencionaron que la institución no tiene la capacidad real de ceñirse a estos reglamentos debido a la falta de recursos. SENAVITAT no tiene un Manual de Procedimientos Operativos para los distintos programas.  Sólo tiene un Manual de Cargos y Funciones donde se detallan las funciones inherentes a cada área.  La falta de manuales operativos para cada programa es una debilidad importante de la institución. 
Cuadro 6.1: Ejecución Presupuestal Principales Programas SENAVITAT 2013              (en Millones de US$)
	Programa
	Presupuesto
	Ejecutado
	% de Presup. Ejecutado 
	% Ejec. por Programa

	FONAVIS
	51.3
	46.9
	91.3
	82.7

	CEPRA
	7.5
	1.8
	24.1
	3.2

	Mercosur Roga
	12.0
	1.6
	13.4
	2.8

	Ñande Rogará
	0
	0
	0
	0

	Pueblos Originarios
	6.9
	2.2
	31.2
	3.8

	VYA Renda
	9.9
	3.8
	38.8
	6.8

	TEKOHA (Apoyo REgul.)
	2.4
	0.4
	15.3
	0.7

	Total
	90.0
	56.6
	62.9
	100.0


Fuente: Cálculos del autor con cifras de SENAVITAT (Tipo de cambio US$= G. 4,585) 
Se obtuvo información parcial sobre la ejecución presupuestal de algunos de los principales  programas de vivienda de SENAVITAT en el 2013. Como se aprecia el programa más grande en términos presupuestarios y de ejecución es FONAVIS que recibió un presupuesto de US$51.3 millones de los cuales ejecutó US$46.9 millones. Dicho programa también es el que presenta mejores niveles de ejecución presupuestal (91.3%) del presupuesto asignado, muy por encima de los niveles de ejecución de los otros programas (que fluctúan entre 13.4% y 38.8%). En términos de gasto ejecutado, FONAVIS representó el 82.7% del gasto total en los siete programas incluidos en el cuadro.      
Es importante entender las modalidades que utiliza SENAVITAT para entregar las soluciones habitacionales bajo los diferentes programas. Existen programas donde SENAVITAT contrata directamente la construcción de viviendas a través de licitaciones públicas (por ejemplo para programas como: Viviendas Económicas, Pueblos Originarios o VY’A RENDA). Otra modalidad es la de entregar los fondos a los beneficiarios a través de grupos organizados que se encargan de la construcción mediante SATs.  
A diciembre 2013 había más de 8,000 viviendas licitadas por SENAVITAT bajo sus distintos programas que estaban a medio construir, algunas con problemas serios de baja calidad constructiva y otras donde las obras realizadas no justifican los recursos entregados a los constructores. Un porcentaje importante de esas viviendas tenía algún tipo de problema legal o administrativo que está afectando su conclusión y entrega. Como resultado de estos problemas, la entidad tiene que destinar recursos para resolver la situación de estas viviendas inconclusas, lo que afecta la capacidad operativa de la institución para actuar como entidad rectora del sector, la que de por sí es limitada, debido a deficiencias en sus recursos humanos y técnicos. 
De acuerdo a los estratos a que va dirigido, la Ley distingue dos modalidades de viviendas sociales: Viviendas Económicas y Viviendas de Interés Social. Las Viviendas Económicas (VE)  están  dirigidas a los sectores que cuentan con cierta capacidad de pago, pero que son insuficientes para el acceso a los créditos de mercado para vivienda. Las Viviendas de Interés Social (VIS) están dirigidas a los sectores de pobreza y extrema pobreza, que no tienen ninguna posibilidad de acceder a los créditos de mercado para vivienda.
Se solicitó información detallada a SENAVITAT sobre el número de soluciones habitacionales entregadas a los beneficiarios bajo cada uno de sus programas y los gastos en cada uno de ellos desde su creación en el año 2010 hasta el 2013. SENAVITAT no pudo entregar dicha información, por lo que no sabemos con exactitud el número de soluciones habitacionales que entrega anualmente, aunque estimamos que es inferior a 5,000 unidades. El PLANHAVI en el 2012 planteó la meta de 297,000 soluciones habitacionales para el 2020 (142,600 nuevas viviendas y 154,400 acciones de ampliación y mejoramiento), que movilizaría una inversión cercana a los US$ 5,000 millones, provenientes de recursos públicos y privados. Esto implicaba que entre dicha fecha y el 2020, la SENAVITAT debería ampliar progresivamente su presupuesto, para pasar de 5,000 soluciones habitacionales (nuevas viviendas y acciones de mejoramiento y ampliación) a 50,000 por año. Claramente estas proyecciones no son realistas considerando las limitaciones presupuestales del país y las limitaciones técnicas de SENAVITAT. Por otro lado, parecería que el balance de las soluciones habitacionales entre vivienda nueva y vivienda ampliada o mejorada (alrededor de la mitad en cada caso)  no es la correcta ya que según la DGEEC 87% del déficit es cualitativo. Los esfuerzos de los programas del gobierno deberían de orientarse allí y no a la construcción de vivienda nueva.   
B. Descripción de los Programas
FONAVIS
Se creó mediante la Ley 3.637/9 en el año 2009 con el propósito de llevar a cabo una Política Habitacional de Estado con proyección a mediano y largo plazo, para el acceso a la vivienda de las familias de escasos recursos, pertenecientes a los estratos de pobreza, extrema pobreza y clase media baja. En los cuatro años comprendidos entre 2010-13, FONAVIS sólo entregó 3505 soluciones habitacionales. A pesar de ello, es el programa más importante del país en términos de recursos asignados (US$52.5 millones presupuestados en el 2013).  Dicho presupuesto incluye todos los gastos directos e indirectos, corrientes y de capital, involucrados en el programa. El FONAVIS consiste en un programa de subsidio directo dirigido a familias con ingresos de hasta 5 salarios mínimos que reciben subsidios que varían entre el 15% y el  95% del valor de la solución habitacional que se entrega. El gobierno lo describe como un programa orientado hacia sectores de pobreza y pobreza extrema del país, pero como se vio en la sección de distribución de ingresos, familias que tienen ingresos de hasta 5 SM están ubicadas en los primeros nueve deciles en la distribución de ingresos familiares. En otras palabras,  el 90% de las familias del país sería elegible a los subsidios de FONAVIS si nos basamos exclusivamente en este requerimiento de ingresos. 
FONAVIS posibilita los siguientes tipos de soluciones habitacionales: (i)  Adquisición de vivienda: Esta modalidad permite la compra de una vivienda nueva o usada; (ii)  Construcción en lote Propio: Esta modalidad permite la construcción de una vivienda en forma individual en el terreno del beneficiario o en conjuntos habitacionales a través de grupos organizados (para construcción de vivienda nueva, mejoramiento y/o ampliación de vivienda); y (iii) Conjuntos habitacionales o de viviendas para Grupos Organizados (con garantía estatal cuando se coordina con instituciones del Estado o gobiernos locales o con garantía privada con iniciativa del sector privado que ejecutan proyectos habitacionales en función a los programas establecidos para la implementación del FONAVIS, con la identificación del grupo meta, destinatario de dicho proyecto ). 
FONAVIS ofrece financiación para familias con ingresos familiares desde 1, hasta 5 salarios mínimos, para lo cual establece 4 niveles de subsidios que van desde el 15% hasta el 95% de los valores máximos de inversión en construcción y terreno para cada nivel de ingreso en relación al salario mínimo. 
La política del FONAVIS establece que los montos correspondientes a los precios finales de las soluciones habitacionales, sobre los cuales se aplicarán los porcentajes definidos en la tabla de subsidios, serán definidos para cada programa considerando el valor de la solución habitacional y su relación con el nivel del salario mínimo. Para la determinación del valor de la solución habitacional se tiene en cuenta: (i) los costos de la construcción de la solución habitacional requerida; (ii) las conexiones de los servicios de agua corriente, desagüe cloacal y electricidad; (iii) los beneficios profesionales o empresariales;  y (iv) los costos de gestión social relacionadas a ella, si los hubiere.




Cuadro 6.2: FONAVIS - Niveles de Subsidio por Estrato Económico
	
Nivel
	Ingreso Familiar en Número de Salarios Mínimos
	
Tipo de Vivienda
	
Subsidio

	1
	entre 3.5 y 5 SM
	Viviendas económicas
	15%

	2
	entre 2 y 3.4 SM
	Viviendas de interés social
	40%

	3
	entre 1 y 1.9 SM 
	Viviendas de interés social
	70%

	4
	Inferior a 1 SM
	Viviendas de interés social
	95%


Fuente: SENAVITAT
El programa contempla un esquema de ahorro, subsidio y crédito para las familias con capacidad de pago, pero lo que ha ocurrido es que la mayoría de las soluciones habitacionales se otorgan con 95% de subsidios, lo que implica que la cobertura del programa es limitada. Por otro lado, los subsidios son altos para todo tipo de nivel del programa, ya que la solución habitacional se vuelve más cara a medida que se aumenta el nivel de ingresos de la familia. Otro problema es que no hay un sistema que permita hacer una buena selección de beneficiarios. En tal sentido, no es claro que estos subsidios directos estén beneficiando a la población objetivo. La ausencia de este sistema impide además saber si las familias que están recibiendo estos subsidios no han recibido otros subsidios anteriormente. 
El cálculo de los subsidios unitarios tope que entrega el FONAVIS bajo los cuatro distintos niveles de ingreso, muestra que los topes de valor de vivienda y los topes de subsidio son altos, incluso para los beneficiarios elegibles con los ingresos más altos. Los subsidios varían entre US$133,436 para los beneficiarios del nivel 1 hasta US$6,099 para los beneficiarios elegibles de ingresos más altos (Nivel 4 hasta 5 SM). Por ejemplo, una familia con un ingreso de 1 salario mínimo mensual, puede acceder a una inversión máxima de alrededor de G. 66 millones (aproximadamente US$14,000) y un subsidio de hasta el 95% para construir una vivienda de alrededor de 36 m2, con lo cual solo requiere financiación por menos de Gs. 3 millones (US$750). Para obtener la financiación adicional tendrían que acudir al Banco Nacional de Fomento u otra entidad financiera. En el caso de familias con ingresos hasta 5 SM el precio máximo de la vivienda permitido por el programa es equivalente a US$40,666, con un componente de subsidio de 15% que en este caso equivale a US$6,099 que es bastante alto para una familia con ingresos mensuales equivalentes a  US$1,850.  
	            Cuadro 6.3: Cálculos de Subsidios Unitarios bajo FONAVIS
	Nivel
	Ingreso Familiar SM
	Tope Valor Vivienda (US$)
	% Subsidio
	Tope Monto Subsidio (US$) por beneficiario
	No. Subsidios otorgados 2011-13

	1
	Hasta 5 SM
	40,660
	15%
	6,099
	71

	2
	Hasta 3.4 SM
	28,992
	40%
	11,597
	386

	3
	Hasta 1.9 SM
	16,971
	70%
	11,880
	685

	4
	Hasta 1 SM
	14,142
	95%
	13,436
	5718


	     Fuente: SENAVITAT
Existe dos modalidades  de entregas de subsidios bajo FONAVIS, la primera es individual, donde la familia postula en forma independiente y si se le asigna el subsidio busca directamente la solución habitacional que requiere. La segunda es grupal y bajo ella los fondos de los subsidios se entregan a una entidad de Servicios de Asistencia Técnica (SAT) la cual se encarga de contratar al contratista para ejecutar las obras que forman parte de un desarrollo de viviendas. Las SATs tienen que estar previamente calificadas y registradas por SENAVITAT. La supervisión de SENAVITAT es bastante limitada por falta de recursos para hacerlo.  
La política de asignación de subsidios de FONAVIS establece que: (i) el 90 % de los recursos disponibles, serán dirigidos a programas de Viviendas de Interés Social – VIS, para los sectores de más bajo ingresos; (ii) el 10% de los recursos del Fondo se destinarán a las Viviendas Económicas - VE, para los estratos que teniendo capacidad de pago aún no pueden acceder a los créditos del mercado para la vivienda; y (iii) el 70 % de los recursos del Fondo destinados a las VS, a su vez se focalicen en los Niveles 3 y 4, que corresponden al sector de la población con mayor vulnerabilidad y por consiguiente con más necesidad de ayuda del estado, ya que sus ingresos están por debajo de los 2 y 1 SM respectivamente.






Cuadro 6.4: Resumen de Subsidios Otorgados por FONAVIS 2010-2013
	
	2010
	2011
	2012
	2013

	
	No. Subsidios
	Monto
	No.Subsidios
	Monto G. Miles de millones 
	No. Subsidios  
	Monto
	No.  Subsidios
	Monto 

	Compra Vivienda Nueva o Usada
	n.d.
	n.d.
	266
	15.6
	845
	49.7
	503
	29.6

	Edif. Lote Propio
	n.d.
	n.d.
	64
	3.1
	165
	7.9
	90
	4.3

	Conjunto Habitac. 
	465
	
	415
	22.9
	2,378
	137.2
	2134
	124.8

	Total
	763
	n.d.
	745
	41.5
	3,388
	194.8
	2,727
	158.7


Fuente: SENAVITAT
Asimismo, los subsidios no se otorgan a las familias para que ellas produzcan sus viviendas a través de empresas constructoras privadas con asistencia técnica, sino que SENAVITAT se encarga de licitar las obras, lo que ha resultado en una serie de problemas debido a debilidades institucionales y a demoras en la obtención de los recursos que el Gobierno transfiere para el programa. 
VY’A RENDA
Este programa reemplazó al de construcción de viviendas por sistema de ayuda mutua. Constituye una forma de posibilitar el mejoramiento de la calidad de vida de las familias paraguayas en situación de pobreza y pobreza extrema en forma individual u organizada en comisiones vecinales, promoviendo la cooperación comunitaria. Los beneficiarios vienen mayoritariamente de las municipalidades o de las SATs. Las viviendas se construyen en lotes de 360 m2 y se subsidia el 100% el valor de las viviendas. El terreno lo consiguen los gobiernos municipales, departamentales o las SATs. SENAVITAT desconoce la forma de pago de los terrenos. El costo promedio de construcción de las viviendas es G. 670 millones (US$15,000). Entre 2010 y 2013 implementó 1,676 soluciones habitacionales.



Pueblos Originarios
Este programa es similar a VY’A RENDA, la diferencia es que son proyectos con las comunidades autóctonas en terrenos de propiedad comunitaria. Es una ley especial.  En los cuatro años comprendidos entre 2010 y 2013 implementó 1,476 soluciones habitacionales. 
Viviendas Económicas
Otro programa de SENAVITAT es Vivienda Económica, que es un fondo a través del cual se otorgan créditos a cooperativas de ahorro y crédito de viviendas para viviendas que la SENAVITAT construye mediante la modalidad de licitación para su posterior venta a beneficiarios de la clase media con créditos a largo plazo con tasas muy por debajo de las tasas de mercado. En el período 2010-13 se implementaron 1,442 viviendas bajo este programa. No existe un tope en el valor de las viviendas. Funcionarios de SENAVITAT mencionaron que por lo general las viviendas tenían un costo debajo de G. 200 millones (US$45,000).  En este programa, SENAVITAT actúa como prestamista de primer piso ya que otorga créditos directamente a los compradores de las viviendas. Este programa se realiza desde hace varios años y a diciembre 2013 SENAVITAT tiene alrededor de 30,000 viviendas colocadas mediante contratos de compra-venta donde los beneficiarios pagan cuotas mensuales. En cuanto a las tasas de interés para las Viviendas Económicas, éstas son subsidiadas y fluctúan entre 3% para el Proyecto Limpio, 5 % en el Proyecto Caaguazú y  hasta el 7% (para la mayoría de los Proyectos y en particular los del Área metropolitana). 
SENAVITAT justifica este programa porque le provee “recursos propios” que puede utilizar para cubrir sus gastos operativos cuando el Gobierno se demora en otorgar las partidas correspondientes. Claramente este es un programa que se debería descontinuar porque no está dirigido a su mercado objetivo, no está claro que esté haciendo una adecuada gestión de cobranza y porque involucra a SENAVITAT en una función que no le compete como entidad rectora.  
Coordinadora Ejecutiva para la Reforma Agraria (CEPRA)
Es un programa que se diseñó para ayudar a construir viviendas rurales. Estaba destinado a la construcción de mejoras habitacionales en comunidades rurales asentadas en terrenos de Instituto de Desarrollo Rural y de la Tierra (INDERT) y seleccionadas por la Coordinadora Ejecutiva para la Reforma Agraria, mediante un sistema de ayuda mutua asistida. No ha sido un programa exitoso y en la actualidad no está funcionando. Se proveía materiales y mano de obra a través de licitaciones. Se implementaron 1,688 soluciones habitacionales entre 2010-13. 


Programa Crédito Hipotecario
Este es un programa que otorga línea de créditos a Cooperativas de Vivienda, Asociaciones, Sindicatos y otros; y éstos a sus asociados. Es un programa de alcance nacional. Se creó como una manera de evitar que SENAVITAT otorgue créditos directamente a los beneficiarios, pero realmente lo está haciendo y lo que existe es la figura de un codeudor solidario.  
Fondo de Créditos para Cooperativas (FONCOOP)
Es un programa focalizado a desarrollar el capital social, impulsando los mecanismos conducentes a que las comunidades se organicen en Cooperativas de Vivienda o en Departamentos de Vivienda, facilitando el acceso a una vivienda. También tiene su ley propia. Consiste en un Fondo de Créditos para cooperativas que luego les prestan a sus asociados.  SENAVITAT coordina la selección de beneficiarios. 
Cuadro 6.5  Análisis de Mora de Programas de Crédito de  SENAVITAT (Dic 2013)
	Status de Créditos
	             No. de Créditos
	Monto de Créditos Otorgados 

	
	(unidades)
	% del total
	(G. miles millones)
	(en %)

	Al día
	2297
	19.3
	33.3
	12.6

	Mora hasta 12 meses
	6442
	54.1
	151.8
	57.6

	Vencida (Mora más de 12 meses viv. Econ. y más de 3 meses hipotecaria).
	
3163
	
26.6
	
78.3
	
29.7

	Total
	11,902
	100.0
	263.3
	100.0


Fuente: SENAVITAT
De acuerdo a información proporcionada por funcionarios de SENAVITAT, a fines de 2013 había 11,902 créditos por cobrar por un total de G. 263 mil millones (US$58.7 millones), en términos de montos el 87.3% del total estaba bajo algún tipo de situación de no pago. El 30% del saldo adeudado es lo que SENAVITAT denomina cartera vencida que incluye mora de más de 12 meses para las viviendas económicas (las dirigidas a clase media) y mora de más de 3 meses en los créditos hipotecarios.  Estas cifras de morosidad son muy altas y son indicativas de la poca capacidad de la entidad para cobrar, aún considerando que los créditos se otorgan en condiciones muy ventajosas, con tasas de interés subsidiadas. 
C. Evaluación de los Programas.
SENAVITAT administra una amplia gama de programas de vivienda utilizando distintas modalidades de subsidios: subsidio directo a la demanda, créditos directos y créditos indirectos, sin mucha claridad con respecto a la focalización de los beneficiarios de los programas y la efectividad de los distintos programas, mucho de los cuales entregan viviendas contratadas y licitadas por la propia institución sin una adecuada fiscalización, lo que no garantiza viviendas de buena calidad y buenos precios o que los beneficiarios no estén recibiendo más de un subsidio de vivienda.  
Por otro lado, existe un divorcio entre la naturaleza del déficit habitacional, principalmente de naturaleza cualitativa que requiere soluciones habitacionales de mejoramiento y/o ampliación de viviendas y el tipo de soluciones habitacionales que se producen mayoritariamente (nuevas viviendas). Asimismo, la existencia de un stock de 8,585 viviendas sin concluir a fines del 2013 es indicativa de los problemas operativos de la institución. Esas 8,585 viviendas equivalen al 76% de las soluciones habitacionales implementadas en el período de cuatro años entre 2010 y 2013.  
La SENAVITAT busca que se amplíe su presupuesto para construir 29,359 soluciones habitacionales en el 2014 (incluyendo la terminación de las 8,585 viviendas antes mencionadas). El presupuesto original del 2014 incluye la construcción de 6,532 soluciones habitacionales nuevas, y se busca una ampliación presupuestaria para construir 14,242 soluciones habitacionales (incluyendo 1,200 con fondos de una donación de China Taiwan). Parecería muy riesgoso iniciar un programa de construcción de esta dimensión, con las deficiencias operativas de la institución. El gobierno está en la etapa final de aprobaciones para recibir una donación de US$71 millones de Taiwán para la construcción de vivienda y tiene la intención de construir entre 20,000 y 25,000 viviendas por año en el futuro cercano. No se recomienda escalar las operaciones de la institución sin que previamente se haya mejorado la capacidad operativa institucional y racionalizado los programas de subsidio para que las intervenciones sean focalizadas y se dirijan a aquellas familias que no sólo tienen un déficit habitacional, sino que son las más necesitadas por su bajo nivel de  ingresos. Esto implica priorizar programas de mejoramiento de vivienda y ayuda en la construcción de vivienda progresiva, los que no se están haciendo en la magnitud requerida, ya que la mayor parte de los recursos que administra SENAVITAT están dirigidos a la construcción de vivienda nueva, cuando el déficit es mayoritariamente cualitativo.



D. Análisis de la Capacidad de Endeudamiento

No existen estudios a nivel nacional sobre demanda de vivienda que en sus análisis consideren tanto el deseo de la familia de acceder a un tipo de vivienda como su capacidad real de acceder a ella. Para poder analizar la capacidad de pago es necesario tomar en consideración los ingresos de las familias, la información de precios de las viviendas y el costo de los créditos. Tampoco hay información pública actualizada sobre costos de vivienda y sobre los precios en los mercados primarios y secundarios de vivienda. Sin esta información es muy difícil analizar la disponibilidad de viviendas a distintos niveles de precio y diseñar de una coherente política de vivienda destinada a enfrentar los problemas de la capacidad de pago de los hogares de bajos ingresos. 

Cuadro 6.6: Estimación de Capacidad de Endeudamiento Familiar por Deciles   

	Deciles
	Ingreso Familiar  Mensual
	Ingreso Disponible para Crédito Vivienda
	Monto Máximo de Crédito 1/

	
	US$
	% de ingreso
	US$
	US$

	1
	135.6
	20
	27.1
	2500

	2
	270.0
	25
	67.5
	6150

	3
	354.9
	30
	106.5
	9650

	4
	436.4
	30
	130.9
	11850

	5
	540.0
	30
	162.0
	15,000

	6
	634.1
	30
	190.2
	17,300

	7
	778.7
	30
	233.6
	21,250

	8
	990.8
	30
	297.2
	27,000

	9
	1270.0
	30
	381.0
	34,500

	10
	2937.4
	30
	881.2
	80,000


                  1/ Considerando un crédito de 20 años a 12% Anual 
                 Fuente: EPH 2011. 

Utilizando información de distribución de ingresos por deciles proporcionada por la DGEEC sobre la base de la EPH 2011 se calculó la capacidad de endeudamiento que tienen las familias considerando ciertos supuestos con respecto a tasas de interés, plazo de los créditos y relación entre cuotas e ingresos familiares mensuales. Se hizo un análisis de capacidad de pago o “affordability” considerando las condiciones crediticias existentes en Paraguay. El cuadro muestra el crédito máximo al que las familias en los distintos deciles considerando un crédito en guaraníes a veinte años con una tasa de interés de 12% anual. Estas condiciones crediticias son muy favorables en Paraguay ya que sólo se encuentran disponibles para clientes que reciben financiamiento de las IFIs con redescuento de la AFD. Es poco probable que las IFIs brinden créditos hipotecarios de largo plazo a clientes con ingresos informales o eventuales o para la adquisición de viviendas que no están debidamente saneadas o inscritas en los registros, lo que implica que este análisis es meramente referencial, ya que una parte importante de las familias en los deciles bajos de ingresos no tienen empleos formales.     

Las cifras muestran que aún si fuera posible conseguir un crédito hipotecario de largo plazo en las condiciones planteadas, las familias en los cinco deciles más bajos no tendrían la posibilidad de tomar créditos por encima de US$15,000. Las del primer decil sólo pueden endeudarse por US$2,500 y los del segundo decil por US$6,150. La realidad es que las familias en los deciles bajos no calificarían para créditos para vivienda de largo plazo con garantía hipotecaria y tendrían que optar por algún esquema tipo MFV con créditos de menor plazo complementados con algún tipo de subsidio. Por otro lado, esos montos de crédito no les permitirían acceder a las viviendas disponibles en el mercado, ya que tienen precios mayores.   

Esto no debe interpretarse como una justificación de un programa de vivienda como el subsidio a las tasas de interés, como el de la AFD o los de crédito de SENAVITAT, sino más bien es un llamado de alerta para replantear los distintos programas para que los subsidios lleguen efectivamente a la población más necesitada. Con las tasas de interés vigentes para fondeo de AFD que están alrededor de 12%  y un plazo de veinte años, sólo los cuatro deciles de ingresos más altos del país pueden acceder a viviendas de más de US$20,000. Las poblaciones de más bajos ingresos requieren esquemas distintos con una vivienda básica de muy bajo costo obtenida de la combinación de ahorro propio y un subsidio directo. Esa población no tiene capacidad de afrontar un crédito de largo plazo del sistema financiero.

E. Estimación del Impacto de los Subsidios de los Distintos Programas

SENAVITAT no realiza un análisis detallado de los distintos subsidios que se otorgan a través de los diferentes detallados programas de vivienda. Esto sería muy útil para determinar la focalización de los distintos programas y recomendar medidas para modificaciones. Este análisis tiene que empezar por cuantificar claramente los costos verdaderos de cada solución habitacional ofrecida y en el caso que se otorgue financiamiento, comparar las condiciones de éste con las del mercado para determinar si existen subsidios en el financiamiento, que muchas veces permanecen ocultos y no son cuantificados. 

SENAVITAT debe desarrollar una metodología para hacer seguimiento de los subsidios reales bajo cada programa para de esta manera calcular el monto de recursos que se destina a cada uno de ellos. También se debería hacer un seguimiento de los subsidios por ingreso familiar mensual de los beneficiarios lo que facilitaría su focalización. Esto permitiría apreciar con claridad hacia que segmento socioeconómico de la población se están orientando los esfuerzos gubernamentales.     

Existe la percepción de que una buena parte de los programas están diseñados de tal manera que no llegan a las familias más necesitadas. Por otro lado, parecería que en términos de recursos, los programas que insumen más fondos están orientados hacia un mismo segmento de ingresos medios o medios altos de la población. La información de ingresos por deciles y  los cálculos sobre capacidad de pago demuestran que un porcentaje alto de la población no tiene acceso a las soluciones habitacionales que está ofreciendo SENAVITAT y el mercado privado.   

 F. Conclusiones sobre los distintos programas de vivienda

Una conclusión evidente del análisis de los distintos programas de vivienda en Paraguay es que la mayoría son relativamente incipientes en términos de recursos destinados e impacto y por otro lado no logran llegar a la población más necesitada. El problema no sólo es una falta de recursos, sino una asignación equivocada de los mismos, donde muchos de los programas realmente se dirigen hacia segmentos medios de la población y no a los más pobres, como se piensa.  

Si bien se han hecho esfuerzos por mejorar las políticas de vivienda, se carece de una política de largo plazo coherente, lo que aunado a las limitaciones presupuestales, al limitado acceso al crédito del sistema financiero, y a los altos costos de construcción relativo a los ingresos de la población hace muy difícil proveer soluciones habitacionales accesibles a la población de bajos ingresos. 

Se debe incentivar los programas que vayan interesando gradualmente a los constructores y bancos a participar en proyectos habitacionales que sirven las necesidades de los estratos socioeconómicos más bajos, revisando los criterios de los programas que financia para asegurar que estén bien focalizados, asegurando el mayor impacto posible con los recursos disponibles, y evitando programas que sean regresivos o que distorsionen los mercados de construcción y financiero. Programas como el de la AFD tienden a ir financiar soluciones habitacionales de mayor precio. Es recomendable concentrar los fondos disponibles para subsidios en esquemas que promuevan el financiamiento del sector privado a segmentos de menores recursos donde se concentra la mayor parte del déficit habitacional, pero en condiciones de mercado.  

Los subsidios de vivienda se deberían concentrar en las familias que se encuentren en los tres deciles más bajos de ingresos. Esto implica poner un límite más restrictivo en cuanto al tope de ingreso familiar que se permite para acceder a subsidios. En la actualidad los límites establecidos en la Ley FONAVIS  y en otros programas, permite beneficiar a familias en el segundo decil más alto de la población.   

La experiencia internacional muestra que para estos sectores de ingresos medios-bajos, normalmente el financiamiento de la vivienda propia involucra tres componentes distintos: (a) el ahorro familiar previo, (b) subsidios y otros apoyos tributarios y financieros proporcionados no exclusivamente pero principalmente por el Estado, y (c) el crédito y otras formas de financiamiento de largo plazo ofrecido por el sistema financiero.  Programas para los segmentos más pobres requieren un mayor peso de subsidio y en la mayoría de casos sin un componente de crédito. 

En el caso del apoyo estatal, el sistema de subsidio más conveniente es el subsidio directo. Para que un esquema de esta naturaleza funcione bien, se le tiene que dotar de recursos suficientes y deben ser complementarios y no competir con otros programas que ofrecen mejores beneficios. Una  tarea importante de SENAVITAT es determinar con exactitud el número de familias que podría acceder a un crédito bajo este tipo de esquema y en el caso de aquellas familias que no presentan ingresos fijos, desarrollar un programa de fondo de garantía que reduzca el riesgo para los intermediarios financieros. 

Es evidente que el sistema que se está implementando bajo la AFD privilegia el financiamiento bancario para personas que tienen ingresos fijos y particularmente a aquellos asalariados ya que puede descontar la cuota mensual de sus respectivos sueldos. La banca al evaluar al cliente hace pesar fuertemente los ingresos y relega la calidad de la garantía a un segundo plano. Como resultado las familias de bajos ingresos sin un empleo formal están discriminadas y no pueden acceder a ese tipo de subsidio. Este es un programa que escapa completamente al control de la SENAVITAT, ya que no pertenece a su presupuesto y consiste en subsidios a la tasa de interés a través del sistema financiero que por su naturaleza no se miden ni contabilizan. Sería necesario que al menos se cuantifiquen, y se informe sobre los ingresos promedio de las familias beneficiarias y el valor de cada solución habitacional, para así conocer el monto de recursos que se asignan a dichos programas de subsidio, la condición económica de sus beneficiarios y el valor de las viviendas que están siendo subsidiadas. 

Se requiere romper la inercia para implementar esquemas que incentiven a las instituciones financieras a prestarles a clientes que hoy en día considera no bancables. Este problema no se resolverá simplemente con aumentar los recursos que el Gobierno destina programas de vivienda, sino modificando algunos de estos programas para incentivar que las instituciones financieras otorguen créditos a los segmentos que se desea priorizar. Por otro lado se requiere insistir en una mayor focalización en el uso de los recursos fiscales que hoy se destinan al sector, en el entendido que la política social de vivienda debiera tratar de dirigirse principal y mayoritariamente al beneficio de las familias más necesitadas. 

Se debe apoyar a la institución a racionalizar sus programas de subsidio de vivienda, fortaleciendo el programa FONAVIS de subsidio directo a la demanda. Este fortalecimiento debiera orientarse a modificar su operatoria para que las viviendas no se liciten por SENAVITAT sino se construyan por entidades técnicas especializadas registradas en la institución, siguiendo estrictos procedimientos de calificación, con asistencia técnica constructiva por parte de entidades independientes calificadas y con la participación de instituciones de microfinanzas en aquellos casos en que los clientes son sujetos a un crédito complementario al ahorro y al subsidio directo otorgado por SENAVITAT. 

En la medida de lo posible SENAVITAT debería implementar un sistema único de subsidios, administrado en forma equitativa y transparente, lo que implica descontinuar los otros programas y coordinar con otros donantes al sector como el gobierno de Taiwán o el Mercosur para que sus fondos se utilicen de la misma manera, alimentando al sistema único de subsidios. Esto evitará que se mantengan programas paralelos que se dirigen a un segmento de población similar ya que esto implica utilizar recursos escasos en administrar varios programas pequeños.  

También es importante que se transparente los verdaderos costos de las soluciones habitacionales que se están produciendo, para calcular más precisamente los subsidios reales en cada caso, permitiendo ajustar aquellos programas que tienen soluciones habitacionales muy caras. Esto ayudará a hacer una revisión del costo-beneficio de los distintos  programas de vivienda en ejecución en la actualidad para enfocar los esfuerzos en los que tienen un mayor impacto social, descontinuando aquellos que no competen a una entidad rectora o son muy costosos en términos de los beneficios obtenidos. 
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